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A mis padres Elvira y Joaquín en su cincuenta aniversario de boda, sin

quienes, obvio es decirlo, este libro no existiría.

Cada día que nos regaláis, os quiero más.

En recuerdo de todos los vehículos que manejasteis.

De la motocicleta Isso Scotter, que jubiló a mi padre de ciclista y lo puso

motorizado sobre una larga y fructífera carretera.

De la Lambreta 150, azul y plata, que me llevaba todos los días

al colegio, de pie entre las piernas de mi padre y sujeto al manillar.

Del Renault 8, color cielo, que pintaste bicolor y al que pusiste

flamantes «jodevientos» para mi comunión.

Del Seat 1430, bifaro, amarillo y con capota negra de protección, que

aguantó vacaciones y viajes con los cinco dentro y sin aire acondicionado.

Del Chrysler 2 litros automático, «rara avis» del mercado e incansable

comekilómetros que arrastraba la caravana por toda Europa.

Del Seat 600 D con reposacabezas añadidos y tapacubos de fantasía, que mi

hermano me dejaba y con el que paseé por primera vez a mi mujer.

Del Renault 5 TL, el primer y único coche de mi madre. Vehículo que antes

de jubilarse consintió conmigo juventud, amistad y tabaco sin desfallecer.

Del Opel Omega, inmejorable préstamo que salvó mis vacaciones familiares

y frente al cual, por fin, le pude decir a mi esposa sin sudar:

«¿ya están todos los bultos?»

Y también del actual Opel Sintra, desclasificado, como lo auténtico del

tiempo que nos toca vivir y desproporcionado para dos entrañables abuelos,

si no fuera porque los nietos no os abandonan y porque recoges

la caña sin escamotear el telescópico.

Con el deseo de que todas las familias sean tan largas, en el cariño y en lo

«automovilístico», como la nuestra. Señal será, de que dentro y fuera de la

carretera nos hemos comportado conforme a norma. Y que este libro,

modestamente, ayude a ello. A lo de la carretera me refiero.
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Introducción 



I.  PRESENTACIÓN

Como se infiere de la dedicatoria, yo como hijo de la generación del baby boom (1)  de los sesenta, he nacido, crecido y vivido hasta la fecha subido en algún vehículo o medio de locomoción. Evidentemente así quiero seguir. Y es que en esta vida moderna no hay acontecimiento importante en el que el vehículo y el desplazamiento no sea parte del mismo. Las ambulancias o los atropellados padres conducen en vehículo y a toda velocidad a las embarazadas madres a dar a luz y a partir de ahí todo se hace sobre ruedas. Los niños van al colegio en autobús, los novios se cortejan sobre dos o cuatro ruedas, las mercancías circulan a ser consumidas en enormes tráileres y cuando se convierten en basura las reciclamos o no, subidas en un complejo camión que las tritura. Vamos y volvemos de vacaciones -lo importante es llegar-, recogemos a nuestros mayores para llevarlos al médico o a la residencia y hasta nuestra última excursión se hace en un vehículo, eso sí, especial, muy brillante, con cortinas que impiden ver lo que hay dentro y sin que nadie nos obligue a ponernos el cinturón de seguridad.

Siendo esto así y siendo el tráfico y la seguridad vial algo tan connatural a nuestra existencia, se impone para cualquier jurista -en algún momento de su carrera- el estudio sobre el régimen sancionador en la materia. En nuestro sistema jurídico-administrativo, la sanción, y por tanto el procedimiento según el cual se impone al ciudadano, constituye en muchos ámbitos la forma de que se relacione la Administración con los administrados. Por eso el estudio del mismo se muestra tan necesario y su forma de presentación tan atractiva para los que nos dedicamos al mundo del derecho. La labor de compendiar la interpretación normativa y jurisprudencia sobre la cuestión, así como la reflexión y puesta en común de las conclusiones que el estudio de esta materia conlleva, junto con su evidente utilidad, ha hecho que el trabajo desarrollado en la realización de este libro sea del todo punto gratificante, tanto más cuando debido a mi ocupación, Magistrado de lo Contencioso-Administrativo, fácil es pensar que he tenido que recurrir a periodos de vacancia o permiso para su confección.

Eso sí, que nadie se engañe cuando me enfrento al derecho y -espero- sólo en ese momento soy Juez y como tal observo lo que se me presenta. De ahí que el estudio y presentación de todas las cuestiones que se abordan en este libro están siempre vistos desde la óptica de quien está al otro lado de barra del bar, sirve las copas, pero no las bebe. Esta perspectiva da lejanía y objetividad al estudio, pues desde mí óptica ni pretendo sancionar más, ni pretendo evitar multas. Simplemente observo, analizo y exteriorizo mi opinión. No soy sin embargo imparcial cuando compruebo que una determinada regulación o una forma de imponerla es contraria a algún principio general o derecho fundamental. Para advertir esto también está este libro.

Objetivo sí, pero no lejano. Como se comprobará al leer el libro, no abordo el análisis del procedimiento sancionador de tráfico desde la distancia. Para cualquier magistrado de lo contencioso-administrativo y más para quien sirve en un Juzgado provincial de la materia, las sanciones de tráfico son, entiendo, como un resfriado para un pediatra, o como un pinchazo para un mecánico. El pan nuestro de cada día.

He leído demandas ciclostiladas y larguísimas, que servían lo mismo para una sanción de tráfico que para una multa urbanística.

Demandas que debían sembrar sonrojo a cualquier leguleyo de primer curso y he impuesto las costas al desestimar el recurso, al malaconsejado recurrente.

He oído excusas de letrados al inicio del juicio ante una defensa desesperada:

	
- Lo siento pero el sancionado es mi cuñado. 


He visto aducir en juicio a un abogado:

	
- No está probado que mi cliente hablase por el teléfono móvil. 


Y cuando por su empeño el sancionado que se encontraba en la sala hace uso del turno de última palabra, la misma consiste en decir:

	
- Mire, Señoría, soy médico y viendo que podía ser alguna urgencia lo descolgué sólo para ver quién era y para decirle que llamase en otro momento. 


He preguntado tras finalizar una vista oral en la que se recurría por exceso de velocidad una sanción, sin mucho fundamento, si el recurrente era un famoso y joven futbolista local, a lo que el letrado entendiendo que yo era un aficionado me contestó:

	
- Sí, el mismo. 


A lo que yo repliqué:

	
- Pues dígale que donde tiene que correr es en el campo de fútbol. 


En fin, hablo por la experiencia que tengo en la materia, que espero no se haya traducido sólo en anécdotas, sino también en un conocimiento que sea útil para los lectores.

El libro se estructura en cuatro partes. Tras la introducción, el estudio del procedimiento sancionador se realiza en el Capítulo Segundo y abarca desde la denuncia hasta la ejecución de la sanción de pérdida del permiso. En el Capítulo Tercero trato de las garantías y límites en el procedimiento sancionador, haciendo enumeración de los diferentes principios generales de todo procedimiento sancionador y que son aplicables a esta materia. El Capítulo Cuarto constituye una breve reseña de las infracciones más comunes o de las que más cuestiones suscitan. Y, por último, el Capítulo Quinto se dedica al estudio del control judicial de las sanciones, donde de forma lo más práctica posible abordo las peculiaridades más interesantes, en cuestiones como la competencia, medidas cautelares y prueba en el proceso judicial.

A ello se añade un Apéndice con las normas de aplicación actualizadas.

En el libro he intentado ser exhaustivo en la búsqueda de jurisprudencia, de forma que no se eche en falta ninguna Sentencia del Tribunal Constitucional y Supremo relevante en la materia. He intentado ser autosuficiente y ágil, para que no haya que completar el estudio con una base de datos. He añadido al estudio de las distintas instituciones y apartados, la cita de resoluciones de mi Juzgado, el JCA n.º 1 de Zaragoza, y así lo indico, y de los compañeros de plaza, los insustituibles Javier Albar, Alfonso Tello, Luis Carlos Martín, Conchita Gimeno y Javier Oliván, con los que es fácil compartir amistad y jurisdicción, dada su calidad humana y profesional. Para no perder la estructura de la exposición a veces simplemente describo lo que dice la norma, sin añadir nada.

No pretendo aburrir, aunque intentar explicar todo el procedimiento sancionador de tráfico, sin dejarme nada, a veces no es el mejor escenario para ello. He intentado ser crítico cuando tocaba, laudatorio cuando era obligado. Didáctico, aseado y ordenado siempre. Espero haberlo conseguido.

II.  LA LEY 18/2009, DE 23 DE NOVIEMBRE, QUE MODIFICA EL TEXTO ARTICULADO DE LA LEY DE TRÁFICO Y SEGURIDAD VIAL. PRINCIPALES NOVEDADES DE LA NUEVA REGULACIÓN SANCIONADORA

La Ley 18/2009, de 23 de noviembre, que modifica el texto articulado de la Ley de Tráfico y Seguridad Vial nace con el expreso deseo de convertirse en la mejora de la regulación contenida en la Ley 17/2005, de 19 de julio, que estableció el permiso y la licencia de conducción por puntos y que regulaba -como dice el preámbulo de la reforma- una nueva arquitectura jurídica de la autorización para conducir basada en la especial apreciación y valoración por su titular. La Administración tasa el permiso de conducir en un número de puntos que procede a detraer cuando el comportamiento del conductor no es conforme a lo exigido.

La ley del carné por puntos ha cambiado el comportamiento de los conductores y ha provocado una reducción muy significativa de la mortalidad de nuestras carreteras. Ahora toca afrontar la reforma del procedimiento sancionador. La norma trata de resolver tres problemas, dice la exposición de motivos de la misma.

En primer lugar que los procedimientos sancionadores no sean tan dilatados. Y pone un ejemplo; carece de sentido que tras la entrada en vigor de la modificación del Código Penal operada por la Ley Orgánica 15/2007, de 30 de noviembre, cuando la ingesta de alcohol es delictiva el reproche jurídico, o sea la condena penal, tarda pocas horas y, sin embargo, cuando la ingesta no es tan alta y sólo da lugar a una infracción administrativa, la sanción tarda en llegar meses. Y eso si el conductor está conforme, que si no lo está e interpone contra la sanción un recurso contencioso-administrativo, la respuesta firme puede tardar años.

En segundo lugar se reseña la incertidumbre que tiene el conductor sobre los procedimientos en los que está incurso, algo contrario al derecho reconocido en el art. 35.a) de la LRJAPyPAC.

Y, por último, una nueva regulación del sistema de responsabilidad cuando no puede producirse la identificación del infractor en el acto.

Todo ello ha llevado al legislador a crear un nuevo procedimiento sancionador específico para las sanciones de tráfico. Un procedimiento que, como ocurre en otras materias, encuentra una regulación inicial y exclusiva en su propia normativa, que no es coincidente, como veremos, con la normativa general y que expresamente quiere separarse de ellas. Por ello, la Ley incorpora una nueva Disposición Adicional Octava bis de la LRJAPyPAC en la que se indica: «Los procedimientos administrativos para la imposición de sanciones por infracciones en materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, se regirán por lo dispuesto en su legislación específica y, supletoriamente, por lo dispuesto en esta Ley»  (2) .

La Ley explica el porqué de la regulación de un procedimiento específico. Su carácter masivo, más de treinta millones de vehículos, veinticinco millones de conductores y más de quince millones de procedimientos sancionadores en esta materia. La peculiaridad del procedimiento. El hecho de que se presuma veraz la denuncia captada por medio técnico y la apreciada por el agente de tráfico. Y la necesidad de unificar criterios que afecten a todas las Administraciones con competencia en la materia de tráfico, pues ante un mismo hecho no es posible que la sanción dependa de la Administración sancionadora. Todo ello en la convicción -como ocurre en otros países- de que gestionar adecuadamente el procedimiento sancionador reduce la siniestralidad y constituye un elemento de seguridad preventiva en la conducción.

III.  LAS CARACTERÍSTICAS DEL NUEVO PROCEDIMIENTO SANCIO- NADOR

En una revista de información general  (3)  en la sección «Tus derechos» se pregunta por un lector de Barcelona al Abogado experto: «No encuentro correcto que en el País Vasco me pongan una multa de 300 euros y en Cataluña de 150 euros por la misma infracción de exceso de velocidad detectado por radar. En un caso iba a 87 km/h cuando debía ir a 50 km/h y en el otro caso iba a 85 km/h cuando el límite de velocidad era 50 km/h. ¿Es posible que en este país se sancione de distinto modo por la misma infracción, según la Comunidad?». El Abogado contesta que es posible en las infracciones cometidas antes de la entrada en vigor de la nueva Ley de seguridad vial. Pero que no es posible para las infracciones cometidas tras la entrada en vigor de la misma. Ahora el conductor conocerá cuál es la sanción con independencia de cuándo se cometa la infracción. Hasta ahora la cuantía de las sanciones era variable, ahora son fijas y ya no es posible que Ayuntamientos o Comunidades Autónomas señalen cuantías distintas.

Como se ve, una de las novedades más importantes de la ley y más acordes con principios constitucionales, tales como el de igualdad del art. 14 de la Constitución, ya ha pasado de las páginas del Boletín Oficial del Estado a las de la prensa de interés general, no nos olvidemos las revistas más vendidas y en consecuencia más leídas, como reza en su cabecera la citada.

Esta reforma ha posibilitado que se haya eliminado la discrecionalidad que cada Administración tenía para imponer la sanción. Ahora las sanciones son fijas, a salvo una serie de sanciones muy graves. Las de exceso de velocidad se sancionan proporcionalmente a ese exceso, de forma también fija, de conformidad a un cuadro que se anexa en la ley.

Otra de las características es la introducción de un domicilio virtual para la notificación de los expedientes. La Dirección Electrónica Vial, obligatoria para las personas físicas y voluntaria para los particulares, pretende ser un vehículo que facilite el conocimiento en todo momento de los mismos. En la misma línea se ha creado el Tablón Edictal de sanciones de tráfico.

Desaparece la sanción de suspensión del permiso de conducir, que antes venía unida a la económica. La ley quiere que deje de conducir quien ya no tiene puntos y no otros.

Se ha creado un procedimiento sancionador abreviado para aquellos casos en los que el conductor no pretende hacer alegaciones en vía administrativa y se quiere beneficiar de una rebaja en la sanción. Procedimiento evidentemente más ágil y en el que se da lugar a la finalización de los expedientes sancionadores en los que no hay alegaciones, ni abono de la sanción, de forma presunta sin resolución expresa. Todo ello no solamente es más ágil, sino más económico para la Administración sancionadora.






	 (1) 

	Soy nacido en el año 62, contemporáneo de Carlitos, el protagonista de «Cuéntame cómo pasó», la serie de TVE que narra, al parecer sin fin, nuestra generación. Según fuentes del Instituto Nacional de Estadística, después del año 1963, el año en el que más españoles nacieron.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Están exceptuados de la aplicación general de la Ley de Procedimiento Administrativo Común, las actuaciones en materia tributaria, Seguridad Social y desempleo, infracciones del orden social y actas de liquidación de cuotas a la Seguridad Social y expedientes disciplinarios a personal de la Administración. 


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Se trata de la revista Pronto n.º 1999 de 28 de agosto de 2010, en cuya portada se puede leer «Iker -campeón del mundo con España- y Sara cada vez más juntos». El Abogado que contesta es D. José Javier Sánchez, que contesta siempre a las preguntas con acierto, precisión y concisión.


	 Ver Texto 








El procedimiento sancionador en materia de tráfico 



I.  LA COMPETENCIA

1.  La competencia para la instrucción de los expedientes sancionadores

Según el art. 79.1 de la Ley de Tráfico y art. 12.1 de su Reglamento sancionador, son los órganos así establecidos por su propia normativa, de las Jefaturas de la Dirección General de Tráfico y de los Ayuntamientos, los que tienen competencia para la instrucción de los expedientes en materia sancionadora de tráfico. Para comprobar qué órganos son por tanto los competentes en esta materia, ha de acudirse a la normativa adjetiva o de organización de cada Administración con competencia en la materia. El órgano que generalmente tiene competencia para instruir los expedientes sancionadores es el Jefe de la Unidad de sanciones de la Jefatura Provincial de Tráfico -no suele haber diferencia entre el órgano estatal o autonómico- y el Jefe de la División o Sección de Tráfico de la Policía Local, que a su vez suele delegar en otros órganos inferiores o especializados.

El instructor como el de cualquier expediente administrativo y más en este tipo de procedimiento sancionador debe de dar curso al procedimiento, cumpliendo lo dispuesto con carácter general para todos los instructores y específicamente dando garantía a los derechos fundamentales que nuestra Constitución considera de especial protección. De ahí lo relevante de su función.

Comoquiera que el art. 134.2 de la LRJAPyPAC establece que debe existir separación entre los órganos instructores y sancionadores, se plantea reiteradamente en los expedientes si no se incumple esa obligación cuando por parte del Instructor del expediente e incluso del denunciante, agente de tráfico, se califica la infracción, estableciendo de inicio una concreta cuantía. Los Juzgados de lo Contencioso desestiman esta impugnación aduciendo que el procedimiento incluso obliga a que tanto el denunciante, como el instructor, si no lo ha hecho antes califique y proponga una concreta sanción  (1) . Si esto era así antes de la reforma operada por la Ley 18/2009, tras ella se aprecia que si la denuncia la efectúa un agente de la Autoridad (art. 74.3 de la Ley de Tráfico), deberá constar la infracción, la sanción y el número de puntos que debe llevar aparejada la misma, evidentemente para que se pueda proceder al abono inmediato y a los beneficios que en la nueva ley se contemplan por ello. Labor que viene facilitada por el nuevo procedimiento sancionador abreviado (que como veremos parte del pago voluntario de la multa) y por el catálogo de sanciones y pérdida de puntos que de forma ordinaria no permite discrecionalidad alguna. Dicho de otro modo, no tiene ahora el órgano instructor ni el sancionador posibilidad alguna de imponer sino una sola infracción, siempre que la misma esté bien tipificada  (2) .

También se ha planteado en alguna ocasión si la indicación que de ordinario se hace en el acto iniciador del procedimiento de cuál es el órgano instructor del expediente  (3) , indicando que es una unidad o servicio, pero no identificando un concreto funcionario, satisface el derecho a conocer la identidad del instructor a que se hace mérito en el art. 135 de la LRJAPyPAC.

Cuando los Juzgados de lo Contencioso deben resolver esta cuestión, se suele razonar que obligadamente este alegato ha de ponerse en relación con la posibilidad de recusar al instructor. Lo que en realidad se imputa es una falta de notificación de la identidad del instructor en fase inicial del procedimiento sancionador que no ha ocasionado indefensión, pues cuando con posterioridad se conoce su identidad, no se articula incidente de recusación alguno  (4) . Es cierto, como se indicaba, que la notificación de la identidad del Instructor del expediente sancionador (art. 135 de la LRJAPyPAC) garantiza al denunciado el ejercicio del derecho a la recusación del Instructor (art. 28 de la LRJAPyPAC), en la medida en que concurra en el mismo alguna de las causas previstas en la Ley. Pero ha de recordarse que esa falta de notificación expresa del instructor, como cualquier otro defecto de forma en la emisión de los actos administrativos, sólo puede dar lugar a la nulidad de la resolución que finalice el expediente, cuando de alguna forma se impida el ejercicio del citado derecho de recusación, ocasionando una clara situación de indefensión al denunciado (art. 63.2 de la LRJCAyPAC) y permitiendo un perjuicio a la independencia e imparcialidad que se predica de toda instrucción de un expediente sancionador. Como propugna el Tribunal Constitucional (STC 6/1998 de 13 de enero, LA LEY 1392/1998), en casos análogos al presente -derecho a la recusación de Jueces y Magistrados- es preciso alegar que existía esa causa de recusación y que por el aludido defecto de forma no se hizo efectiva.

La competencia del instructor del expediente, como decíamos, es muy amplia.

Debe de notificar la denuncia, si no lo ha hecho antes el denunciante, aunque si ha tenido conocimiento de los hechos ilícitos con posterioridad (art. 77.1), es en ese momento cuando debe de notificar la denuncia. Debe dar por terminado el procedimiento abreviado cuando se abona la multa, aunque no dicte resolución expresa (art. 77.2). En el procedimiento ordinario pide ratificación al agente, acuerda, admite y deniega prueba y dicta la propuesta de resolución (art. 81) y propone medidas cautelares y la suspensión del procedimiento por prejudicialidad penal.

Sin embargo, sus competencias, precisamente por la separación entre instructor y sancionador, no deben ir más allá. Puede, en la línea con lo que estábamos indicando, subsanar trámites no prestados, practicar más pruebas o no tener en cuenta otras ya practicadas. Pero tiene un límite temporal a su competencia que es cuando ya se ha dictado resolución sancionadora. Tras ello no cabe que el instructor, incluso de forma bienintencionada, anule sanciones ya dictadas, incluso en trámite de informe del recurso de alzada  (5) .

2.  La competencia para la imposición de sanciones

2.1.  Los Jefes Provinciales de Tráfico

La competencia para imponer la sanción está claramente territorializada. Se impone en atención al fuero territorial o local. Dado que se trata de la imposición de sanciones generalmente a conductores o titulares de una autorización, bien pudiera haberse establecido que la competencia fuese de la Jefatura de Tráfico de la provincia del domicilio del autor del ilícito administrativo. Sin embargo, por motivos de utilidad y de seguridad jurídica se encomienda, según lo dispuesto en el art. 71.1 de la Ley de Tráfico, con un criterio sencillo «al jefe de Tráfico de la provincia en que se haya cometido el hecho», añadiendo que si se trata de infracciones cometidas en el territorio de más de una provincia, la competencia para su sanción corresponderá, en su caso, al Jefe de Tráfico de la provincia en que la infracción hubiera sido primeramente denunciada.

Superando un antiguo debate doctrinal que tuvo enconadas consecuencias en la jurisprudencia contenciosa  (6) , y que finalmente dio lugar a la derogación de la imposibilidad de delegar la potestad sancionadora por la Ley 4/1999 de 13 de enero que reformó la LRJAPyPAC, el art. 71.2 de la Ley de Tráfico establece la posibilidad de que los propios Jefes Provinciales deleguen esta competencia «en la medida y extensión que estimen por conveniente». Ello quiere decir que no hay límite alguno para esta delegación aunque evidentemente la misma debe de realizarse de conformidad a lo dispuesto en el art. 13 de la LRJAPyPAC, en lo que aquí interesa lo que no puede delegarse es la resolución de recursos para que sean resueltos por los mismos órganos administrativos que son objeto de recurso.

En este precepto se particulariza la delegación de esta potestad sancionadora en el Director del Centro de Tratamiento de Denuncias Automatizadas, la de las infracciones que hayan sido detectadas a través de medios de captación y reproducción de imágenes que permitan la identificación del vehículo. Este Centro ha sido creado por la Orden INT/2035/2007 de 2 de julio integrado dentro de la estructura del Ministerio del Interior por Real Decreto 1181/2008 de 11 de julio. En la Orden de creación se justifica la misma por motivos de operatividad y de centralización del tratamiento de las denuncias  (7) , indicando en su apartado Segundo que este Centro ejercerá funciones de apoyo telemático y administrativo para la tramitación de las infracciones cuya detección se produzca mediante el empleo de medios técnicos. Quiere decirse que para que pueda ejercer competencias sancionadoras y no sólo de apoyo y tramitación de denuncias, será preciso que se haya dictado por el órgano competente, en este caso la Jefatura Provincial, algún tipo de delegación en el ejercicio de la competencia. Delegación que en atención a lo establecido en la ley, debería circunscribirse «exclusivamente» a las infracciones provenientes de las indicadas denuncias automatizadas.

También se establece en el art. 71.2 de la Ley de Tráfico una llamada al ejercicio del resto de instrumentos de delegación de competencias, indicando que podrán delegar el ejercicio de sus competencias sancionadoras mediante convenios o encomiendas de gestión o a través de cualesquiera otros instrumentos de colaboración previstos en la legislación de procedimiento administrativo común. Estamos hablando de competencias sancionadoras, por tanto sólo cabe delegar o encomendar a organismos públicos, con capacidad para imponer sanciones.

2.2.  Las Delegaciones Provinciales y Territoriales de las Comunidades Autónomas con competencias en materia de tráfico

Las Comunidades Autónomas con competencia en materia de tráfico son Cataluña y el País Vasco. Dado que se trata de Comunidades pluriprovinciales, también en ellas se ha reproducido en su normativa autonómica el sistema de competencia territorial por provincias. De forma que son competentes para imponer las sanciones los Delegados o Servicios Provinciales de Tráfico.

Las competencias en esta materia fueron transferidas a Cataluña por Ley Orgánica 6/1997, de 15 de diciembre, de transferencias de competencias ejecutivas en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor a la Comunidad Autónoma de Catalunya y el Real Decreto 391/1998, de 13 de marzo, por el que se aprobó el traspaso de servicios y funciones de la Administración del Estado a la Generalitat de Catalunya en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, y al País Vasco por Real Decreto 3256/1982, de 15 de octubre, sobre traspasos de servicios del Estado a la Comunidad Autónoma del País Vasco en materia de ejecución de la legislación del Estado sobre Tráfico y Circulación de Vehículos, aunque como veremos la articulación de este sistema pasa por establecer única y exclusivamente competencias para la imposición de sanciones económicas y no para la imposición de sanciones de suspensión del permiso de conducir, que corresponde en todo caso al Jefe Provincial de Tráfico (art. 71.7).

El Tribunal Supremo ha estudiado en el caso del País Vasco el Decreto de Trasferencias de servicios y ha sostenido que no le autoriza a prohibir la circulación en la totalidad de las vías, pues sólo en determinados supuestos puede efectuar esta limitación la Administración Estatal  (8) .

En Ceuta y Melilla la competencia atribuida a los Jefes Provinciales de Tráfico corresponde a los Jefes locales de Tráfico.

2.3.  Los Alcaldes

Los municipios tienen competencia exclusiva para la imposición de sanciones por infracción de tráfico que sean cometidas en vías urbanas, según dispone el art. 71.4 de la Ley de Tráfico  (9) . No es ésta la única competencia en materia de tráfico que tienen los municipios.

Una de las más importantes es la competencia establecida en el art. 7. b) de la Ley de Tráfico relativa a la ordenación de los aparcamientos en vías urbanas. Son competentes para regular, mediante Ordenanza Municipal de Circulación, los usos de las vías urbanas, haciendo compatible la equitativa distribución de los aparcamientos entre todos los usuarios con la necesaria fluidez del tráfico rodado y con el uso peatonal de las calles, así como el establecimiento de medidas de estacionamiento limitado, con el fin de garantizar la rotación de los aparcamientos, prestando especial atención a las necesidades de las personas con discapacidad que tienen reducida su movilidad y que utilizan vehículos, todo ello con el fin de favorecer su integración social.

Esta competencia muy cuestionada con anterioridad no está reñida con el principio de tipicidad, ni de legalidad que se satisface con la remisión establecida en esta norma sectorial, como se ha encargado de indicar reiteradamente la jurisprudencia  (10) . Quiere decirse que existe base normativa para imponer sanciones por las autoridades locales en esta materia, cuyo hecho típico esté únicamente descrito y señalado por la Ordenanza. Cuestión distinta es hasta donde debe de llegar la regulación de este tipo de Ordenanza. En las SSTS de 8 de marzo de 2011 (LA LEY 4505/2011) y 8 de noviembre de 2009 (LA LEY 199116/2010)  (11)  se reitera la idea de la competencia de los Ayuntamientos para regular la cuestión y eso que en este caso la competencia cuestionada es la relativa a regular la circulación y compatibilidad de la circulación peatonal, con la circulación de los ciclistas. Se trataba de una Ordenanza de Sevilla que la Sala del Tribunal Superior de Justicia había anulado parcialmente, pues determinados preceptos permitían que ciclistas y peatones ocupasen el mismo espacio y el estacionamiento de bicicletas sobre la acera y sobre mobiliario urbano  (12) .

No obstante, carece el Ayuntamiento de competencia para regular en Ordenanza otros títulos anejos o complementarios al tráfico y seguridad vial en las vías urbanas. La Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de marzo de 2010 (LA LEY 4074/2010) confirma una anterior Sentencia de la Sala de Aragón que había anulado la regulación municipal del transporte de mercancías en autotaxi  (13) .

También se establece en la ley la posibilidad de que los Alcaldes puedan delegar esta facultad de acuerdo con la legislación aplicable. Es de reseñar que cuando la LRJAPyPAC prohibía la delegación de los órganos sancionadores, ya el Tribunal Supremo en Sentencia de 10 de noviembre de 1998 (LA LEY 205/1999) entendió que era prevalente la capacidad para delegar las competencias sancionadoras a los Concejales establecida en la legislación de régimen local y fijó como doctrina legal: «que el art. 127 de la Ley 30/1992 no deroga lo dispuesto en el art. 21 de la Ley de Régimen Local, sobre las facultades de delegación de los Alcaldes, y en su virtud los Alcaldes para imponer sanciones en materia de tráfico pueden hacer uso de la delegación que les autoriza el citado art. 21 de la Ley de Régimen Local».

Los Alcaldes no sólo pueden delegar la competencia sancionadora, también -como ocurre en la Administración estatal y autonómica- pueden delegar la firma, desconcentrar la competencia, en fin, utilizar cualquier tipo de instrumento de delegación o colaboración  (14) .

No tienen competencia las autoridades locales para imponer sanciones previstas en el Título IV de esta Ley cuando habla de autorizaciones administrativas  (15) , ni las cometidas en las travesías en tanto no tengan el carácter de vías urbanas (art. 71.6 de la Ley de Tráfico).

La determinación de cuando estamos en presencia de una vía urbana o de una travesía no debería dar lugar a cuestiones litigiosas, pues se trata de una cuestión de hecho que obligatoriamente debe ser pacífica entre las Administraciones en conflicto, aunque sólo sea porque cada una de ellas debe saber qué tramo es titularidad de cada una, a efectos de su mantenimiento e incluso de determinar qué Administración es responsable cuando se ha producido un accidente imputable precisamente a la falta de mantenimiento. El crecimiento de la malla urbana determina que lo que con anterioridad era una travesía, se convierta con el tiempo en una vía urbana, en la que notoriamente la competencia es del Ayuntamiento y no de la Jefatura de Tráfico  (16) .

La norma prevé como cláusula de cierre del sistema y como norma garantizadora de la inexistencia de zonas de impunidad, máxime teniendo en cuenta la notoria falta de medios materiales y personales en muchos municipios de España, que «Los Jefes Provinciales de Tráfico y los órganos competentes que correspondan, en caso de Comunidades Autónomas que tengan transferidas las funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, asumirán la competencia de los Alcaldes cuando, por razones justificadas o por insuficiencia de los servicios municipales, no pueda ser ejercida por éstos» (art. 71.5 de la Ley de Tráfico). La Jurisprudencia exige que esté justificada y documentada esta falta del servicio municipal, pues de lo contrario considera que la actuación del servicio de tráfico estatal o autonómico es nula por falta de competencia  (17) .

3.  La competencia para la retirada del permiso de conducir

Con anterioridad a la reforma operada por la Ley 18/2009, la competencia para imponer la medida de suspensión del permiso de conducir correspondía a la Jefatura Provincial de Tráfico, ahora con el mismo razonamiento y justificación y en mayor medida, dado que ha desaparecido esta sanción de suspensión del permiso en su práctica totalidad, la competencia para la retirada del permiso de conducir también la tiene la Jefatura Provincial de Tráfico. Así lo establece el art. 71.7 de la Ley de Tráfico en lo que hace referencia a la sanción de suspensión del permiso y la Disposición Adicional Primera de la Ley de Tráfico. El art. 41 bis 5) del Reglamento General de Conductores aprobado por Real Decreto 772/1997 de 30 de mayo, en la versión dada por el RD 62/2006 de 27 de enero, indica con rotundidad que: «La competencia para declarar la pérdida de vigencia de las autorizaciones administrativas para conducir por haber perdido la totalidad del crédito de puntos asignados corresponde al jefe de tráfico de la provincia correspondiente al domicilio del titular de la autorización».

La justificación para que una y otra medida sea adoptada de forma centralizada por la Administración estatal está anclada en el ámbito geográfico de validez del permiso de conducir, que con evidencia no sólo es estatal, sino de toda la Unión Europea  (18) , por ello cuando se otorgaron competencias a las Comunidades Autónomas de Cataluña y del País Vasco, por esta misma causa la suspensión del permiso de conducir quedó bajo la competencia de los órganos estatales, lo que nunca fue entendido como desapoderar a estas comunidades de su competencia sancionadora, ni por supuesto permitió considerar esta doble competencia como un género de doble sanción que vulnerase el principio non bis in idem (19) .

II.  LA INCOACIÓN DEL EXPEDIENTE SANCIONADOR

1.  La iniciativa propia o la denuncia de agente de la autoridad. ¿Las denuncias de particulares?

Desde la primera versión de la Ley de Tráfico, como ocurre también en el resto de procedimientos sancionadores sectoriales, siempre se ha previsto que la incoación del procedimiento sancionador se produzca en todo caso de oficio. La diferencia con otros procedimientos sancionadores, o con el procedimiento sancionador tipo, es que en el procedimiento de tráfico sólo hay dos posibilidades de iniciar el procedimiento sancionador: o bien por la autoridad competente, por propia iniciativa del órgano, o bien por denuncia ya sea de un agente de tráfico o de cualquier persona (art. 73.1 de la Ley de Tráfico). Piénsese que en esta materia se ha prescindido de los supuestos que permiten abrir un expediente sancionador con carácter general. Así, el art. 11 del RD 1398/1993 de 4 de agosto que regula el procedimiento tipo para los procedimientos sancionadores estatales también contempla la posibilidad de iniciarlos por orden superior o por petición razonada, supuestos que no permiten iniciar un expediente sancionador de tráfico  (20) .

La excepción a esta regla general, obligada para poder hacer operativo el procedimiento abreviado y agilizar el ordinario, como luego veremos, es el párrafo segundo de este art. 73 de la Ley de Tráfico, según el cual la denuncia formulada por los Agentes de la autoridad encargados del servicio de vigilancia del tráfico y notificada en el acto al denunciado constituye el acto de iniciación del procedimiento sancionador, a todos los efectos.

Es evidente por tanto que la denuncia de un particular por sí misma, sea notificada o no en el acto, no da inicio al procedimiento sancionador, ni permite abonar la sanción con descuento, ni permite hacer alegaciones, pues no es jurídicamente admisible abonar la sanción cuando no se ha iniciado el expediente, ni alegar nada sobre un hecho que todavía no se sabe va a dar lugar al inicio del mismo.

Se hace esta reflexión pues es práctica habitual de los vigilantes de estacionamiento limitado colocar en la ventanilla del vehículo, sujeto en el limpiaparabrisas, la denuncia por exceso de autorización o por no colocar el distintivo de autorización, práctica que no deja de constituir una denuncia de particular en el que se indica que ha sido denunciado, que si abona la sanción se aplicará la reducción correspondiente o que en otro caso puede hacer alegaciones. Y es que ha de recordarse que esta denuncia no es realizada por agente de la autoridad, no se ha notificado en el acto y de conformidad a lo dispuesto en el art. 73.2 no puede dar lugar al inicio del expediente. Ni siquiera si esa denuncia es adverada o ratificada por un agente de la autoridad que comprueba la infracción y coloca la misma en el vehículo sin notificarla, cabe considerar que se ha iniciado el procedimiento, pues no se ha notificado en el acto la denuncia como exige el precepto.

Todo lo indicado no significa que las denuncias efectuadas por los particulares carezcan de validez. Una vez que han sido efectuadas, si el órgano competente las considera correctas dará trámite al expediente con el valor que para ellas ha dado el Tribunal Supremo.

Así si en la Sentencia de 1 de octubre de 1991 (LA LEY 2604-JF/0000) se dijo que el «controlador del Estacionamiento vigilado no tiene la consideración de agente de la autoridad y por ello su simple denuncia equivale a la denuncia de un particular, y al no ser adverada por pruebas posteriores, no tiene fuerza suficiente para acreditar los hechos denunciados; por ello el acto de imposición de multa debe ser declarado no ajustado a derecho, por falta de prueba y anulado». Con posterioridad en el recurso de casación en interés de ley núm. 2754/1994 (LA LEY 16161/1997), la Sentencia de 4 de octubre de 1996 fijó la siguiente doctrina legal: «la ratificación del denunciante en el procedimiento sancionador regulado en el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, constituye prueba de cargo cuya valoración corresponde al órgano sancionador, sin que en dicho procedimiento sea necesario practicar las pruebas de cargo con anterioridad a la notificación de la denuncia al presunto infractor».

En similares términos la sentencia de esa Sala de 22 de septiembre de 1999 (LA LEY 11516/1999) declaró: «No es admisible el criterio de reputar carente de todo valor la denuncia efectuada por un Controlador de Tráfico a los efectos de acreditar una infracción de este tipo, como no lo sería el privar de valor a la denuncia efectuada por cualquier particular que observe la comisión de la misma. Con carácter general el art. 75 de la Ley de Seguridad vial prevé que el procedimiento sancionador sobre la materia puede incoarse, tanto de oficio, como a instancia de los agentes de la autoridad encargados del servicio de vigilancia del tráfico, o de cualquier otra persona que tenga conocimiento directo de los hechos. La denuncia de quien tuviere ese conocimiento será siempre un elemento probatorio a tener en cuenta, conjugándolo con el resto de las circunstancias que puedan dar o negar verosimilitud a la misma y constituyendo un elemento de valoración discrecional -aunque razonablemente apreciada- por parte del órgano administrativo al que competa sancionar el hecho, valoración en todo caso revisable por el Tribunal de instancia en la posterior vía jurisdiccional; y así lo tiene declarado este Tribunal en recurso promovido en interés de la Ley de 24 de septiembre de 1996».

Y, por último, las Sentencias de 23 de enero de 2002 (LA LEY 3845/2002) y de 16 de abril de 2002 (LA LEY 73484/2002) indican que «El Tribunal ha sostenido, con toda corrección, que el testimonio-denuncia del controlador es un elemento más de prueba que ha de ser ponderado racionalmente cuando se emite en la forma reglamentariamente prevista, ratificando su denuncia inicial con expresa mención de sus circunstancias personales, y también que ha de ser valorado racionalmente en conjunto con cualesquiera otros elementos probatorios. Por lo tanto no cabe hablar de desconocimiento de la inicial presunción de inocencia que constitucional y legalmente es atribuible a todo ciudadano, cuando se ha ponderado en el curso de un procedimiento administrativo seguido con todas las garantías legales, y ratificando esa apreciación por el Tribunal de instancia, el valor de esa manifestación o denuncia, llegándose a la conclusión de su certidumbre, no tan sólo por el contenido de la misma, sino por la ausencia de una explicación razonable en contrario».

En la práctica, esta doctrina se resume en la confirmación de las sanciones impuestas en las que el denunciado simplemente niega los hechos, sin practicar ni traer más prueba al proceso y en las que la Administración cumple con su carga probatoria y tras las alegaciones de la parte, se procede a la ratificación del agente denunciante  (21) .

Añadir al respecto lo siguiente. En primer lugar, el denunciante para que su testimonio sea tenido en cuenta ha de haber apreciado directamente los hechos, no siendo posible esta prueba si es testigo de referencia. Si la parte denunciada practica prueba razonable que permite hacer dudar de lo expuesto en la denuncia, no existe presunción de acierto y no debería imponerse sanción, tanto más si tras esa prueba no hay ratificación o bien la ratificación no contesta convincentemente a las pruebas presentadas. Es extremadamente importante el trámite de ratificación, sin cuya existencia no procede la sanción  (22) , y además, obvio es decirlo, la ratificación ha de hacerla el mismo denunciante y no otro  (23) .

Para que la denuncia sea válida los agentes denunciantes deben pertenecer a las unidades adscritas a la seguridad vial y con competencias en esta materia. La jurisprudencia tiene dicho que aún en el supuesto de que se trate de funcionarios, incluso pertenecientes a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, sus denuncias no hacen fe dado que dentro de sus funciones no están las de vigilar el tráfico y procurar la seguridad vial, como sí las tienen los funcionarios policiales adscritos a estas unidades  (24) .

2.  Los requisitos de las denuncias de los agentes de tráfico

Existen dos tipos de requisitos de las denuncias practicadas por los agentes de tráfico. Unos requisitos mínimos que deben contener todas las denuncias practicadas y otra serie de requisitos que deben de contener las denuncias que se notifican en el acto y que, como tales, van a dar lugar de forma directa al inicio del expediente sancionador.

Según el art. 74.2 de la Ley de Tráfico en las denuncias en todo caso deberá constar:


	
a) La identificación del vehículo con el que se hubiese cometido la supuesta infracción. 

	
b) La identidad del denunciado, si fuere conocida. 

	
c) Una descripción sucinta del hecho, con expresión del lugar o tramo, fecha y hora. 

	
d) El nombre y domicilio del denunciante o, si fuera un Agente de la Autoridad, su número de identificación profesional. 



Ha de indicarse que estos requisitos son mínimos. Quiere decirse que sin ellos no debería siquiera formularse denuncia en materia de tráfico. Analicemos brevemente cada uno de ellos y su relevancia.

Sin la identificación del vehículo no existe denuncia. No quiere decirse que si el agente de la autoridad presencia una infracción de tráfico y no identifica en un primer momento al vehículo, no pueda realizar actuaciones de investigación para su plena identidad. Pero es evidente que será en el momento en que pueda identificar plenamente el vehículo, en el momento en que puede formularla.

La identidad del denunciado puede no conocerse en el momento en que se ha constatado la infracción. En ese caso ya se analizará con posterioridad el procedimiento a seguir, que no es otro que el requerimiento al titular del vehículo y en el caso de que éste no cumpliese con su obligación legal, la denuncia autónoma por falta de identificación.

La brevedad o no de la descripción del hecho dependerá de la infracción. No es lo mismo la descripción exigible para un exceso de velocidad que para una conducción temeraria. Lo verdaderamente importante en este caso es que el agente de la autoridad describa hechos, no la calificación que para esos hechos da la norma. Cuando el agente aprecia que un vehículo adelanta bruscamente al vehículo que le precede, con riesgo de alcance con los vehículos que circulan en sentido contrario y de que se pueda producir una salida de vía por falta de control en la maniobra, debe decir exactamente esto y no -como ocurre en algunas ocasiones- el conductor circula de forma temeraria y con desprecio para su propia vida y la de los demás  (25) . De igual forma es especialmente relevante la descripción del lugar, fecha y hora, cuando su falta o defectuosa expresión puede ocasionar indefensión a la parte o puede hacer dudar sobre la correcta imposición o no de la sanción  (26) .

Por último, es estrictamente necesario la identificación del agente denunciante, que por motivos de seguridad puede hacerse por el número de identificación profesional, pues sin ella es imposible obtener la ratificación tras las alegaciones y evidentemente pierde absoluta fiabilidad la denuncia.

3.  La notificación de la denuncia en el acto. Efectos

En el art. 73.3 de la Ley de Tráfico se establecen las indicaciones que ha de hacer constar el Agente de la autoridad, para que sean válidas las denuncias que se notifican en el acto al denunciado y que, de conformidad a lo dispuesto en el art. 73.2 de la Ley, constituyen el acto de iniciación del procedimiento sancionador a todos los efectos. La justificación de establecer un doble listado diferenciando los requisitos que deben tener las denuncias notificadas en el acto está justificada por la posibilidad de que la tramitación del procedimiento pueda llevarse a cabo como procedimiento sancionador abreviado del art. 80 de la Ley de Tráfico. Por eso los requisitos son los mismos que debería tener la incoación de un expediente notificada por el órgano instructor de la Jefatura Provincial, en aquellos supuestos en los que no se han notificado en el acto. Curiosamente es de observar que cuando el art. 77.1 establece la obligación de las Administraciones públicas con competencias en materia sancionadora de tráfico, de notificar las denuncias que no se entreguen en el acto, bien en la Dirección Electrónica Vial, bien en el domicilio que consta en el procedimiento o bien en el domicilio que consta en el Registro de la Dirección General de Tráfico, no indica qué requisitos debe tener la denuncia que se notifica, cuando es claro que al menos debe contener los mismos requisitos que la notificada en el acto, pues también en este caso puede ser procedente el procedimiento abreviado sancionador.

En estos casos la denuncia -y, como decimos, el acuerdo de iniciación del expediente- debe contener al menos:

a) La infracción presuntamente cometida, la sanción que pudiera corresponder y el número de puntos cuya pérdida lleve aparejada la infracción, conforme a lo dispuesto en esta Ley.

La determinación de los puntos a detraer por cada sanción ha sido una información determinante para no causar indefensión, y su no constatación en la denuncia no puede tener un efecto perjudicial para el denunciado. En el procedimiento abreviado si en la denuncia no consta que se trata de una infracción con pérdida de puntos y el denunciado admite los hechos y abona la sanción económica, entendiendo que la misma es firme en vía administrativa, no cabe imponer con posterioridad esa sanción de pérdida de puntos, modificando la denuncia, como tampoco cabía antes con la indicación de la suspensión del permiso de conducir  (27) .

También se ha cuestionado reiteradamente si la falta de información en la denuncia de esta eventual pérdida de puntos de la autorización de conducir, por mucho que su imposición sea automática, constituye un defecto invalidante de la posterior sanción, haciendo que sea anulable. La Sentencia del TSJ de Madrid (recurso de apelación 1346/2009) así lo entiende y anula la sanción  (28) .

b) El órgano competente para imponer la sanción y la norma que le atribuye tal competencia.

c) Si el denunciado procede al abono de la sanción en el acto deberá señalarse, además, la cantidad abonada y las consecuencias derivadas del pago de la sanción previstas en el art. 80 (29) .

Teniendo en cuenta las consecuencias establecidas en el art. 80, que es el que regula el procedimiento sancionador abreviado, relevante resulta indicar que el denunciante está dando por finalizado un procedimiento administrativo y dando firmeza al mismo, de forma y manera que la notificación de los recursos judiciales adquieren una gran relevancia, pues una notificación incorrecta del plazo para interponer el recurso y órgano jurisdiccional competente determinaría (según se infiere del art. 58.3 de la LRJAPyPAC) que no pudiera ser alegado en vía judicial a los efectos de una eventual extemporaneidad, pues sabido es que la notificación incorrecta solamente permite tener por correctamente notificada la resolución en el momento en que se interpone el recurso procedente.

d) En el caso de que no se proceda al abono en el acto de la sanción, deberá indicarse que dicha denuncia inicia el procedimiento sancionador y que dispone de un plazo de veinte días naturales para efectuar el pago, con la reducción y las consecuencias establecidas en el art. 80, o para formular las alegaciones y proponer las pruebas que estime convenientes. En este caso, se indicarán los lugares, oficinas o dependencias donde puede presentarlas.

Como vemos, el hecho de que no se abone en el acto, no significa que no pueda seguirse el procedimiento abreviado. El denunciado tiene oportunidad de acogerse a este procedimiento abonando la sanción en término de veinte días naturales, desde la notificación de la denuncia. Sorprende que el plazo establecido en el art. 74.3.d) de la Ley establezca un plazo de veinte días naturales, cuando los arts. 79.1 y 81.5 de la Ley establecen un plazo de quince días naturales. Es evidente que se trata bien de un error o bien de un incorrecto control de los órganos de asesoramiento jurídico en la elaboración de la ley, pues carece de justificación alguna que los denunciados con notificación del agente denunciante en el acto dispongan de 20 días y el resto de 15 días. Considero que mientras ello no se subsane, no sería correcto dispensar distinto trato a los denunciados, por lo que no se justificaría inadmitir un pago con las consecuencias del art. 80 en el día vigésimo desde la notificación, cualquiera que sea la forma en la que se le ha notificado la denuncia.

e) Si en el plazo señalado en el párrafo anterior no se hubiesen formulado alegaciones o no se hubiese abonado la multa, se indicará que el procedimiento se tendrá por concluido el día siguiente a la finalización de dicho plazo, conforme se establece en el art. 81.5.

Aunque en este párrafo se hace mención al art. 81.5 y por tanto al plazo de quince días, ante la existencia de dos plazos distintos, uno de veinte días y otro de quince, como se ha indicado con anterioridad, el plazo de aplicación siempre debe ser el más favorable al denunciado.

f) El domicilio que, en su caso, indique el interesado a efectos de notificaciones. Este domicilio no se tendrá en cuenta si el denunciado tuviese asignada una Dirección Electrónica Vial, ello sin perjuicio de lo previsto en el art. 28.4 de la Ley 11/2007, de 22 de junio.

Decir por último que es doctrina en recurso en interés de ley del Tribunal Supremo en Sentencia de 19 de diciembre de 2007 (LA LEY 216954/2007) que sólo se inicia el expediente cuando la denuncia se notifica en el acto. En caso contrario, la iniciación del expediente tendrá lugar cuando se notifique la denuncia con posterioridad, como veremos. Igualmente hemos de hacer notar que se puede deducir de la propia denuncia que la no notificación en el acto de la denuncia ha sido por el propio comportamiento del denunciado, lo que determina el alto Tribunal debe tener los mismos efectos que la notificación (STS de 25 de enero de 2005 -LA LEY 19147/2005-).

4.  La Dirección Electrónica Vial (DEV)

Una de las novedades más importantes, y ya veremos si eficaces, es la introducción de la comunicación de los procedimientos sancionadores por correo electrónico a los titulares de autorizaciones administrativas para conducir  (30) . En la Exposición de motivos de la Ley 18/2009 se dice: «El tradicional concepto de domicilio físico se transforma ahora en domicilio virtual dejando atrás la incertidumbre que constituía el hecho de no saber de la existencia de expedientes sancionadores por no haber recibido notificación alguna. Este domicilio virtual se constituye en obligatorio para las personas jurídicas que matriculen nuevos vehículos y se mantiene voluntario para las personas físicas».

No es enteramente cierto lo que aquí se dice. El art. 59 bis que introduce el domicilio electrónico mantiene todavía para todo titular de una autorización la obligación de comunicar al Registro de la Dirección General de Tráfico su domicilio. Domicilio que se utilizará para notificar al titular todas las incidencias respecto de sus autorizaciones. Se establece la cooperación entre Administraciones, indicando que tanto Ayuntamientos, como Agencia Tributaria estatal «podrán» comunicar el nuevo domicilio y que también cabe hacer constar en el Registro un domicilio a los solos efectos de la gestión de tributos relacionados con el vehículo (art. 59 bis 2).

Pero además de este domicilio y según dispone el art. 59 bis apartados 3 a 6: «la Dirección General de Tráfico asignará a todo titular de una autorización administrativa de conducción o de circulación de vehículo, y con carácter previo a su obtención, una Dirección Electrónica Vial (DEV). Esta dirección se asignará automáticamente a todas las autorizaciones de que disponga su titular en los Registros de Vehículos y de Conductores.

La asignación de la Dirección Electrónica Vial se realizará también al arrendatario a largo plazo que conste en el Registro de Vehículos, con carácter previo a su inclusión.

No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, si el titular de la autorización es una persona física sólo se le asignará una Dirección Electrónica Vial cuando lo solicite voluntariamente. En este caso, todas las notificaciones se practicarán en esa Dirección Electrónica Vial conforme se establece en el art. 77, sin perjuicio del derecho que al interesado le reconoce el art. 28.4  (31)  de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.

En la Dirección Electrónica Vial además se practicarán los avisos e incidencias relacionados con las autorizaciones administrativas recogidas en esta Ley».

Esta regulación es evidente, como lo ha sido en otros ámbitos  (32) , será ágil, adecuada y garantista si es eso lo que se pretende cuando los mecanismos de notificación y control sean adecuados y conforme la comunicación electrónica sea más hacedera y esté totalmente implantada. La Ley ha querido establecer un sistema muy progresivo imponiendo la asignación de una dirección electrónica sólo para las personas jurídicas y tras la entrada en vigor de la Ley, dejando la implantación a la voluntad de las personas físicas, pues es voluntaria y deseando, quizá de forma muy optimista, que la práctica de otras notificaciones, de otras resoluciones y cuestiones que tienen que ver con las autorizaciones de conducir, por tanto materias favorables al administrado y que le harán interesarse por este sistema, hará que también las personas físicas y las personas jurídicas con autorizaciones anteriores a la entrada en vigor de esta ley, den la autorización para este tipo de notificación virtual con el tiempo.

La Jefatura Central de Tráfico y las Comunidades Autónomas deben estar en disposición de efectuar estas notificaciones a la entrada en vigor de la Ley según la Disposición Transitoria Segunda, pero a estos efectos la Ley entra en vigor al año de su publicación según la Disposición Final Séptima, esto es el 25 de noviembre de 2010. Los Ayuntamientos tienen dos años de plazo para notificar por vía electrónica, lo que aplicando las anteriores normas los coloca en el 25 de noviembre de 2012. Hasta ese momento las notificaciones se pueden realizar al domicilio ordinario dado en la concesión inicial de la autorización.

No obstante, la Disposición Transitoria Segunda de la Ley 18/2009 establece que estos plazos deben ser compatibles con lo dispuesto en la Disposición Final Tercera de la Ley 11/2007 de 22 de junio ya citada y que establece una serie de plazos a partir de los cuales, si las disponibilidades presupuestarias lo permiten, es posible hacer efectiva la Administración electrónica y todo ello a partir del 31 de diciembre de 2009.

Indicar también que la Disposición Adicional Quinta de la Ley permite en las Comunidades Autónomas con competencias en materia de tráfico sustituir esta dirección electrónica por sus plataformas informáticas propias si los ciudadanos optan por ello.

5.  Práctica de la notificación de la denuncia

El art. 77.1 de la Ley de Tráfico dice: «Las Administraciones con competencias sancionadoras en materia de tráfico notificarán las denuncias que no se entreguen en el acto y las demás notificaciones a que dé lugar el procedimiento sancionador en la Dirección Electrónica Vial.

En el caso de que el denunciado no la tuviese, la notificación se efectuará en el domicilio que expresamente hubiese indicado para el procedimiento, y en su defecto, en el domicilio que figure en los Registros de la Dirección General de Tráfico».

Se establece por tanto una notificación en cascada.

En primer lugar se ha de notificar a la Dirección Electrónica Vial, si existe. En segundo lugar, en el domicilio que expresamente hubiese indicado el denunciado y en último lugar en el que conste en los Registros de la Dirección General de Tráfico. Aquí hemos de detenernos porque la garantía de la necesidad de notificar al denunciado la sanción o de participar en el procedimiento sancionador, antes de acudir al procedimiento edictal, ha sido interpretada por la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional de forma más extensiva que la prevista en la norma.

El Alto intérprete de la Constitución ha reiterado por lo que se refiere a supuestos de notificación edictal en procedimientos sancionadores en materia de tráfico que incluso en los casos en que resulte frustrada la posibilidad de notificación personal en el domicilio que figure en el Registro de vehículos, corresponde a la diligencia mínima exigible a la Administración sancionadora, antes de acudir a la vía edictal, el intentar la notificación en el domicilio que aparezca en otros registros públicos y al que, con la mayor normalidad, se dirigen después las actuaciones en vía ejecutiva administrativa [por todas, STC 32/2008, de 25 de febrero -LA LEY 1698/2008-, FJ 2 y STC 128/2008 (33)  -LA LEY 152059/2008-].

El art. 77.1 que no difiere del que estaba vigente en el momento en que fueran dictadas las Sentencias aludidas no habla de «buscar» más registros pero ya se sabe que ha de interpretarse la norma de forma que garantice los derechos fundamentales. Y aquí el Tribunal Constitucional indica que existiría indefensión si no se procediese de esa forma. En el mismo sentido encontramos las Sentencias del Tribunal Constitucional 54/2003, 145/2004, 157/2007, 219/2007.

En lo que hace ya concreta referencia el sistema de notificación en la Dirección Electrónica Vial «ésta deberá permitir acreditar la fecha y hora en que se produzca la puesta a disposición del denunciado del acto objeto de notificación, así como el acceso a su contenido, momento a partir del cual la notificación se entenderá practicada a todos los efectos legales.

Si existiendo constancia de la recepción de la notificación en la Dirección Electrónica Vial, transcurrieran diez días naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que aquélla ha sido rechazada, salvo que de oficio o a instancia del destinatario se compruebe la imposibilidad técnica o material del acceso. El rechazo se hará constar en el expediente sancionador, especificándose las circunstancias del intento de notificación, y se tendrá por efectuado el trámite, continuándose el procedimiento» (art. 77.2 de la Ley de Tráfico).

A salvo la absoluta voluntariedad de la notificación por medios electrónicos que establece la Ley 11/2007, este sistema es prácticamente el mismo que se establece en los arts. 27 y 28 de la indicada ley, pero siempre deberemos tener en cuenta que los procedimientos en materia de tráfico ahora se regulan por la ley específica y sólo de forma subsidiaria por la LRJAPyPAC  (34) .

En lo que hace referencia a las notificaciones ordinarias, la Ley sigue indicando en su art. 77.3 que «cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en el momento de entregarse la notificación, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad.

Si nadie se hiciera cargo de la notificación, se anotará esta circunstancia en el expediente sancionador, junto con el día y la hora en que se intentó, y se practicará de nuevo dentro de los tres días siguientes. Si tampoco fuera posible la entrega, se dará por cumplido el trámite, procediéndose a la publicación en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA).

Si estando el interesado en el domicilio rechazase la notificación, se hará constar en el expediente sancionador, especificándose las circunstancias del intento de notificación, teniéndose por efectuado el trámite y continuándose el procedimiento.

Si el resultado de la notificación es que el interesado es desconocido en el domicilio al cual se dirigió la misma, la Administración procederá a la publicación en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA)».

6.  El Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA)

Como se ve al leer el art. 77 de la Ley de Tráfico, se ha sustituido el tablón de edictos establecido en la normativa procedimental común por un nuevo instrumento denominado el Tablón edictal de sanciones de tráfico  (35) . El art. 78 establece el plazo de veinte días naturales desde que la notificación se hubiese publicado en el TESTRA para entender que la notificación ha sido realizada, dándose por cumplido dicho trámite y continuándose con el procedimiento.

En el párrafo segundo del art. 77 se indica que «El Tablón edictal de Sanciones de Tráfico será gestionado por la Dirección General de Tráfico. La práctica de la notificación en el mismo se efectuará en los términos que se determinen por Orden del Ministro del Interior». Según la Disposición Adicional Quinta de la Ley el funcionamiento, la gestión y la publicación en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA) se hará con pleno sometimiento a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos y conforme a los requisitos exigidos por la Ley 11/2007, de 22 de junio, de la Administración electrónica.

Como en el supuesto de la Dirección Electrónica Vial, hay un plazo de un año para poner en marcha este tablón electrónico, pero aquí las notificaciones en el tablón no son voluntarias, sino obligatorias. Esta medida bien intencionada y adecuada al momento de control de gastos en que está inmersa la Administración Pública, está basada en el precedente de los diferentes Boletines Oficiales tanto estatales, como autonómicos y provinciales que ya no se emiten con papel, sino sólo en Internet y de forma electrónica  (36) .

La característica más innovadora y más eficaz es la centralización de esta información, que ahora permitirá en tiempo real un conocimiento de todas las notificaciones en los procedimientos sancionadores, cualesquiera que fuera el lugar y la Administración con competencia para sancionar  (37) .

Por Orden INT/3022/2010, de 23 de noviembre, se desarrolla y regula el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico. De esta regulación cabe destacar además de las características técnicas y de accesibilidad que se establecen en la norma, que se permite a los particulares la exclusión de sus datos personales (art. 5), exclusión que evidentemente no afecta a las instituciones públicas con interés en el conocimiento de estos datos. Aunque es un registro que afecta a todos los organismos sancionadores con competencia en esta materia, se indica que el responsable es la Dirección General de Tráfico (art. 7)  (38) . De especial relevancia es el plazo en el que va a estar expuesta la información. Se establecen dos plazos: uno de 20 días, que denomina vigente, y otro de un año de no vigencia. Después sólo los interesados pueden ver esta información. Se supone que esa doble diferenciación tiene que ver con la posibilidad de que ese plazo permita actuar al interesado (hacer alegaciones y presentar prueba, interponer recurso, pagar de forma rebajada...)  (39) .

III.  CLASES DE PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES

1.  El procedimiento sancionador abreviado

1.1.  Justificación

Es el propio legislador el que asimila los coloquialmente conocidos en el ámbito penal como «juicios rápidos», con el procedimiento sancionador abreviado. E indica que se trata de ofrecer al infractor la posibilidad de suscribir un pacto con la Administración sancionadora que le permita cumplir rápidamente el castigo impuesto a cambio de una rebaja sustantiva en éste. Se justifica que junto a las ventajas evidentes que para Administración e infractor se derivan del acuerdo, hay que añadir el refuerzo del principio según el cual la sanción al conductor es un elemento de seguridad activa, toda vez que se afianza en los conductores la configuración de una justicia administrativa vial que actúa con inmediatez y se aleja de sensaciones de impunidad.

Cualquier intento de racionalizar la sanción, imponerla de forma más rápida y «premiar» la decisión de no recurrir con la rebaja sustancial de la sanción es eficaz a los efectos de conseguir que el conductor interiorice las normas de tráfico y circulación  (40) .

1.2.  Supuestos en los que procede

A salvo las excepciones que el propio art. 79 contempla, la peculiaridad de la diferenciación de los dos procedimientos sancionadores que establece la reforma de la ley de tráfico es que la elección del procedimiento sancionador la lleva a cabo exclusivamente el denunciado.

El art. 79.1 dice que «Notificada la denuncia, el denunciado dispondrá de un plazo de quince días naturales para realizar el pago voluntario con reducción de la sanción de multa, o para formular las alegaciones y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas.

Si efectúa el pago de la multa en las condiciones indicadas en el párrafo anterior, se seguirá el procedimiento sancionador abreviado y, en caso de no hacerlo, el procedimiento sancionador ordinario».

Quiere decirse que si paga la multa con la reducción y en el plazo indicado se seguirá el procedimiento abreviado y si no lo hace o lo hace tardíamente, se seguirá el procedimiento ordinario.

Son por tanto dos las condiciones que impone la norma para tramitar uno u otro procedimiento. Pago de la cantidad reducida y pago en plazo. Al respecto conviene hacer las siguientes indicaciones.

Ya se indicó al hablar de la denuncia y de los requisitos de la misma que es fundamental para hacer operativo este sistema que tanto las denuncias notificadas en el acto, como las denuncias que se notifican con posterioridad contengan todos los requisitos necesarios para que el denunciado pueda abonar en plazo y someterse a este procedimiento, con la rebaja en la cuantía de la sanción. Es claro que si el agente denunciante no indica todos los requisitos ya expuestos con anterioridad, o si la oficina de tramitación no lo hace, un eventual procedimiento ordinario tramitado con posterioridad debería ser anulado, pues se ha podido privar indebidamente por falta de notificación y de cumplimiento de lo establecido en el art. 74.3 de la Ley de Tráfico al denunciado del derecho al adecuado procedimiento sancionador. La oficina que tramita la denuncia, si comprueba que lleva razón el denunciante debe proceder a la retroacción del procedimiento, otorgando nuevo plazo al mismo para que pueda abonar la sanción, de conformidad a la normativa que regula el procedimiento abreviado. Y ello es así, porque el procedimiento de revocación de actos de gravamen establecido en el art. 105.2 de la LRJAPyPAC y el art. 79.2 de la LRJAPyPAC permiten en todo momento que los interesados pueden alegar defectos de tramitación y en especial, los que supongan paralización, infracción de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites que deban ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto.

Por otro lado, también se indicó al hablar de la denuncia que carece de sentido que el art. 74.3.d) de la Ley de Tráfico establezca un plazo de veinte días para pagar y los arts. 79.1 y 81.5 hablen de quince días. No puede haber dos plazos que regulen la misma situación jurídica sin justificación. El error no ha sido salvado por corrección de errores posterior y por lo tanto ha de aplicarse el plazo de veinte días más favorable al denunciado.

En cualquier caso es muy relevante señalar que el plazo es de días naturales. Se trata de una opción normativa que pretende unificar el variadísimo y autonómico calendario festivo de todas las Administraciones que tienen competencia en esta materia de tráfico. Ha de recordarse que su aplicación es absolutamente excepcional en nuestro ordenamiento jurídico  (41)  y que la ley impone establecer con claridad en la notificación que el plazo otorgado es de días naturales. Si no se expresa así habrá que entender que se ha otorgado un plazo de días hábiles con las consecuencias que ello conlleva.

El hecho de que se trate de días naturales, no excusa lo dispuesto en el art. 48.3, que indica que cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente, ni lo establecido en el párrafo quinto del citado precepto según el cual cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso, ni evidentemente lo dispuesto en el párrafo sexto: La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones públicas, la organización del tiempo de trabajo ni el acceso de los ciudadanos a los registros.

Quiere decirse que aunque los plazos sean por días naturales el último día ha de ser hábil en el municipio y Comunidad Autónoma de residencia y donde se tramita el expediente. Y que la finalización del plazo no obliga a la Administración a permitir el pago en sus oficinas si ese día es inhábil, pues en todo caso habrá que esperar al siguiente día hábil. Y todo ello con independencia de que se pueda proceder al pago por sistemas informáticos abiertos las 24 horas del día y laborales y festivos, pues estamos ante una garantía normativa para todo tipo de ciudadanos, incluso aquellos que no pueden efectuar el pago de esta forma.

Más complicado resulta dar respuesta a otros supuestos que pueden darse en la práctica.

¿Es efectivo y ha de admitirse con rebaja y con los efectos del procedimiento abreviado un pago más allá de los quince o veinte días?

Como quiera que la decisión del procedimiento a seguir depende del denunciado, veremos con posterioridad que la norma indica que si no se abona la multa, el procedimiento a seguir es el procedimiento ordinario, bien practicando pruebas (art. 81.3) o dictando propuesta de resolución (art. 81.4) o incluso teniendo por impuesta la sanción si no se hacen alegaciones, ni se abona, siendo ejecutable la sanción en plazo de treinta días desde la denuncia, siempre que estemos en los supuestos del art. 81.5 de la Ley de Tráfico.

Todos los procedimientos sancionadores son garantistas, pero también el procedimiento sancionador es antiformalista en extremo. Eficacia no debe de estar reñida con una tramitación adecuada y que permita favorecer la finalidad declarada de la última reforma de la norma de tráfico, que no es otra que permitir la asunción de la multa y el cierre del expediente con rebaja. El art. 79.1 de la LRJAPyPAC nos indica que los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio. Unos y otros serán tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la correspondiente propuesta de resolución y el art. 76.3 de la misma ley permite antes de tener por decaído un derecho admitir la actuación del interesado y producir sus efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por transcurrido el plazo.

Aunque la Ley de Tráfico se sitúa fuera del procedimiento común, no contraría ninguna norma admitir el pago y asumir el mismo por el procedimiento abreviado, si el mismo se realiza antes de que el órgano en el procedimiento ordinario acuerde prueba, o diese traslado para la ratificación -en ese caso las alegaciones se tendrían por no puestas (art. 80.b)- o dictase la propuesta de resolución, pues la Administración no ha adoptado en ese periodo intermedio decisión alguna para continuar o transformar el procedimiento. Antes de realizar estos trámites tendría a la vista el abono, por lo que aplicando las citadas normas pudiera perfectamente tener por archivado el expediente con los efectos del art. 80. El límite por tanto habría que ponerlo en la adopción de alguna resolución en el procedimiento sancionador, pues considero que el plazo no puede considerarse preclusivo de ninguna forma.

Más complicada parece la aplicación de este pago extemporáneo en los supuestos del art. 81.5, donde por naturaleza no va a dictarse resolución alguna. Con independencia de que se pueda estar de acuerdo con la resolución sancionadora tácita que se instaura en el mismo, lo cierto es que aquí sí se impone un plazo preclusivo, según el cual a los treinta días naturales se «puede» ejecutar la sanción. Podemos tener la certeza de que un pago después de los veinte días y antes de los treinta días sería admisible, pero sería mucho menos defendible la admisión del pago a partir del día siguiente al transcurso de los treinta días pues la sanción -aunque reitero sea de forma tácita- ya es firme  (42) .

El art. 79.2 indica que el procedimiento sancionador abreviado no será de aplicación a las infracciones graves previstas en el art. 65, apartados 5 h), j)  (43)  y la totalidad de las muy graves 6.

Críptica resulta la mención que el art. 79.3 establece al indicar que el incumplimiento de la obligación de asegurar el vehículo que se establece en el texto refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, podrá sancionarse conforme a uno de los dos procedimientos sancionadores que se establecen en esta Ley. A salvo que quiera remarcar que como si de una infracción ordinaria de tráfico se tratase puede abonarse con reducción y si no se hace de esa forma, deberá tramitarse por el procedimiento ordinario.

1.3.  Consecuencias y efectos al tramitar la denuncia por el procedimiento abreviado

Al abonar la multa, la principal consecuencia es que se tiene por concluido el procedimiento sancionador, pero además establece la norma, el art. 80 de la Ley de Tráfico, que:


	
a) Se reduce un 50 por ciento del importe de la sanción de multa. 

	
b) Se renuncia a formular alegaciones. En el caso de que fuesen formuladas se tendrán por no presentadas. 

	
c) La terminación del procedimiento procede sin necesidad de dictar resolución expresa el día en que se realice el pago. 

	
d) El agotamiento de la vía administrativa siendo recurrible únicamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo. 

	
e) El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo se iniciará el día siguiente a aquél en que tenga lugar el pago. 

	
f) La firmeza de la sanción en la vía administrativa desde el momento del pago, produciendo plenos efectos desde el día siguiente. 

	
g) La sanción no computará como antecedente en el Registro de Conductores e Infractores, siempre que se trate de infracciones graves que no lleven aparejada pérdida de puntos. 



1.4.  El derecho de defensa y la prueba de cargo

El procedimiento sancionador abreviado está pensado para no recurrir. En vía administrativa por supuesto, pues la propia ley excluye de esa posibilidad, pero igualmente puede predicarse ello de la vía judicial. Quizá motivos de mera oportunidad y de eficacia en la aplicación de la norma han hecho que el mero pago convierta lo que es una denuncia en una auténtica sanción. Algo que vulnera no sólo los principios de todo expediente sancionador, sino incluso las garantías que protegidas como derecho fundamental tiene todo sometido a un procedimiento.

Entiendo que perfectamente pudiera haber establecido la norma, no una especie de pacto como dice la exposición de motivos, sino un verdadero acuerdo de satisfacción extraprocedimental por el cual el recurrente se aviene a la sanción propuesta y no sólo no recurre, ni alega en vía administrativa, sino que expresamente se aquieta a la misma para no recurrir. El principio dispositivo puede actuar en este caso quizá con más fuerza que cualquier otro al tratarse de una infracción.

Sin embargo, quizá porque proviene de la anterior regulación de la Ley 17/2005 que ya establecía por este pago una reducción, e incluso si nos remontamos más atrás, porque el propio art. 8 del Real Decreto 1398/1993 de 4 de agosto que regula el procedimiento para la imposición de sanciones, cuando preveía esta posibilidad siempre salvaba el derecho que tenían los denunciados de interponer los recursos pertinentes, lo cierto es que se permite cerrar un expediente sancionador en el que sólo hay una denuncia, pero curiosamente se permite recurrir ese peculiar expediente ante el órgano jurisdiccional.

Parece una obviedad o quizá no, pero lo cierto es que lo primero que hemos de indicar es que el procedimiento no ha llegado a más por el comportamiento de la parte denunciada y por ello no parece que en ese eventual recurso contencioso-administrativo quepa alegar, que no ha existido resolución sancionador o que no se han cumplido los trámites de cualquier procedimiento sancionador.

Si son planteables variadas cuestiones, ciertamente desde un planteamiento hipotético, pues no se alcanza a ver que puedan interponerse muchos recursos frente a resoluciones tácitas por el procedimiento abreviado.

En primer lugar, ¿cabría recurrir frente a la concreta tipificación que dé el denunciante, si ésta no es correcta, aunque no se discutiesen los hechos de la denuncia? Piénsese que en vía administrativa no va a ver ningún órgano administrativo sancionador que modifique, complete o ratifique la inicial apreciación del tipo infractor. Estaríamos por tanto ante una vulneración del principio a ser informado de la acusación.

En el ATC n.º 137/2006 (LA LEY 319475/2006) y frente a una omisión en la denuncia que no había incluido el periodo de suspensión del permiso de conducir, el Tribunal indica: «En efecto, es doctrina de este Tribunal que entre las garantías penales "trasladables al procedimiento administrativo sancionador hemos incluido específicamente el derecho a ser informado de la acusación, esto es, el derecho a conocer los cargos que se formulan contra el expedientado y el consiguiente derecho a la inalterabilidad de los hechos esenciales objeto de acusación y sanción" (STC 205/2003, de 1 de diciembre, FJ 4). O, en los términos expresados en la STC 160/1994, de 23 de mayo, las garantías impuestas por el derecho a ser informado de la acusación "no alcanzan a impedir que se produzca un cambio en la calificación de los hechos imputados, en cuanto se trata de una operación jurídica de subsunción del hecho en la norma, pero no una modificación sustancial de los fundamentos fácticos de la acusación y posterior sanción" (FJ 3.º). Pues bien, en el caso ahora enjuiciado, aunque la Resolución sancionadora no ha alterado los hechos constitutivos de infracción administrativa con respecto a los constatados en el boletín de denuncia, sí que ha variado la sanción impuesta por dichos hechos, suspendiendo la autorización administrativa del recurrente "para conducir durante un mes", conforme prevé la legislación de tráfico para infracciones como la cometida por el sancionado. Ahora bien, esta variación no ha provocado una vulneración del derecho a ser informado de la acusación, constitutiva de indefensión. Y es que, ciertamente, la parte recurrente ha podido utilizar los medios que ha estimado oportunos para su defensa ante la propia Administración, al interponer recurso de alzada contra la resolución sancionadora. En otras palabras, en la propia fase administrativa se ha reparado la irregularidad que inicialmente haya podido cometer la Administración durante la tramitación del procedimiento sancionador, lo que supone que deba rechazarse la queja constitucional ahora analizada, al haberse evitado por parte de la Administración (esto es, con anterioridad, por tanto, a la impugnación de la actuación administrativa sancionadora en la vía contencioso-administrativa) cualquier indefensión, contemplada ésta desde un punto de vista material» (STC 59/2004, de 19 de abril, FF.JJ. 4 y 5).

Quiere decirse que en vía administrativa cabría remediar esta falta de información, pero ello ¿podría trasladarse a la vía judicial en estos casos? Yo pienso que sí; el procedimiento en este caso permitiría que en vía judicial se calificase con corrección la conducta, pues ha de recordarse que aquí no hay vía administrativa previa, todo ello si se tuviese razón en cuanto al fondo y no se perjudicase cualquier otro derecho del denunciado.

De la misma forma no se vulneraría el derecho al trámite de audiencia, pues también esta falta de esta garantía ha sido patrocinada por el propio denunciado y es inimaginable que haya posibilidad de introducir hechos nuevos en vía judicial que obligasen a esa audiencia  (44) .

Donde en realidad creo podemos encontrar grandes dificultades es en la configuración de la prueba de cargo y el otro envés de la moneda que es el derecho de defensa.

El procedimiento en estos casos llegaría al órgano jurisdiccional con la única prueba de cargo de la denuncia. Primer problema grave. Si la denuncia es de particulares y en el recurso contencioso niega los hechos el denunciado y dado que no ha habido ratificación en vía judicial. Podríamos considerar que ¿ha perdido la capacidad de negar los hechos y ya no puede negarlos en vía judicial? Entendemos por el contrario que en estos casos ya no es válida la tradicional doctrina que considera que una denuncia de particular ratificada es válida. O mucho peor para el proceso contencioso, dejamos la prueba de cargo para el procedimiento y permitimos que en el juicio oral se ratifique el agente. Desde luego considero que hubiera sido más valiente el procedimiento que hubiera archivado definitivamente la sanción, sin permitir el recurso contencioso pero en esta coyuntura si una persona abona, pero después recurre, va a ser ciertamente complicado aplicar sin más la jurisprudencia y normas que teníamos hasta ahora por la sencilla razón de que éstas partían de la existencia de un procedimiento que no existe.

Entiendo que hay dos formas de enfrentarse a esta situación, permitir que tanto la prueba de cargo como la defensa se practiquen en su totalidad en el juicio, o bien considerar que la Administración no puede aportar más prueba de cargo, como ocurre de ordinario en los otros procedimientos con expediente administrativo previo. Yo considero que la primera de las soluciones es la más adecuada.

2.  El procedimiento ordinario

2.1.  Inicio y supuestos en los que procede

El art. 81.1 de la Ley de Tráfico dice que «notificada la denuncia, el interesado dispondrá de un plazo de quince días naturales para formular las alegaciones que tenga por conveniente y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas».

Seguidamente añade en su párrafo segundo que «en el supuesto de que no se hubiese producido la detención del vehículo, el titular, el arrendatario a largo plazo o el conductor habitual, en su caso, dispondrán de un plazo de quince días naturales para identificar al conductor responsable de la infracción contra el que se iniciará el procedimiento sancionador. Esta identificación se efectuará por medios telemáticos si la notificación se hubiese efectuado a través de la Dirección Electrónica Vial».

Si ponemos en relación este precepto con el art. 80 y el art. 81.5 de la Ley de Tráfico, hemos de concluir que para que el procedimiento adecuado sea el ordinario, ha de darse la siguiente circunstancia negativa:

No ha de haberse abonado la sanción, pues de lo contrario el procedimiento adecuado es el abreviado. En este caso se trata de infracciones leves y graves, con la excepción prevista en lo párrafos h) y j) del art. 65.5 de la Ley de Tráfico  (45)  en el que siempre se tramitará por el procedimiento ordinario.

O bien alguna de las siguientes circunstancias positivas:

Deben haberse hecho alegaciones, cuando estemos en presencia de infracciones leves o infracciones graves que no detraigan puntos o infracciones graves y muy graves cuya notificación se efectuase en el acto de la denuncia. En estos casos si no se han hecho alegaciones y no se ha abonado la sanción, se tramitan por el procedimiento ordinario simplificado.

O bien como el envés de lo antes manifestado, se hayan hecho o no alegaciones, se tramita siempre por el procedimiento ordinario cuando estemos en presencia de infracciones graves que detraigan puntos, o infracciones graves y muy graves que aunque no detraigan puntos, no se hayan notificado en el acto.

Como quiera que en la mayor parte de las ocasiones estaremos hablando de infracciones no notificadas en el acto, es en este precepto donde la norma coloca la obligación del titular, o arrendatario a largo plazo o conductor habitual de identificar al responsable en correspondencia con la nueva clasificación de usuarios, conductores y titulares que hace el art. 9 y con las obligaciones que la ley les impone y que están determinadas en el art. 9 bis de la Ley de Tráfico.

2.2.  Fase de alegaciones

La experiencia nos lleva a determinar que va a ser un número reducido los expedientes sancionadores que se tramitarán por el denominado procedimiento ordinario.

Dado el buen éxito que ya tenía el pago con reducción con la anterior redacción de la norma y que ahora se aventura sea todavía más exitoso porque la reducción es superior, no pareceré temerario si indico que el porcentaje de expedientes con alegaciones va a ser muy pequeño. Esto evidentemente ayudará a que se dedique más tiempo por los órganos tramitadores a las denuncias sobre las que los usuarios no están de acuerdo y dejar la gestión de las otras a procedimientos mecanizados.

Ya se ha indicado que el denunciado tiene un plazo de quince días naturales para formular alegaciones. En el mismo plazo el denunciado ha de proponer o aportar pruebas en el expediente.

Evidentemente si no se ha procedido a otorgar trámite de alegaciones por ese plazo de quince días, entonces la consecuencia siempre ha de ser la nulidad de la sanción posterior, pues el derecho de audiencia y el de defensa no se ven subsanados o satisfechos en trámites posteriores. En el caso analizado por la Sentencia del TSJ de Madrid de 30 de abril de 2009 (LA LEY 139207/2009) procede la nulidad de la sanción, pues aunque consta en la notificación de la denuncia que ha rehusado la misma, no consta que en la notificación rehusada se hiciera advertencia del indicado plazo. Solución quizá excesivamente garantista y que excede de la consecuencia legal de rehusar una notificación, pues la norma claramente establece que si se rehúsa se pierde la posibilidad de acceder al contenido del acto que no se ha querido conocer y aquí evidentemente no se ha querido conocer, ni que se había denunciado, ni los derechos que le asisten, entre otros, realizar alegaciones o presentar prueba.

En el art. 81.3 se dice que si las alegaciones formuladas aportasen datos nuevos o distintos de los constatados por el Agente denunciante, y siempre que se estime necesario por el instructor, se dará traslado de aquéllas al Agente para que informe en el plazo de quince días naturales.

Ésta es la prueba privilegiada de todo procedimiento sancionador, la que ya desde el art. 37 de la Ley Orgánica 1/1992 de Protección de la Seguridad Ciudadana constituía el contrapunto a la presunción de acierto de las denuncias de los agentes de la autoridad  (46) .

Esta posición nuclear en el procedimiento determina que, aunque la norma indique que el instructor debe dar traslado para informe cuando con las alegaciones se aporten hechos nuevos o distintos, en realidad la ratificación procede siempre que se discutan los hechos que han dado lugar a la denuncia. Dicho de otro modo, parece que el único supuesto con alegaciones en el que no procedería dar traslado para informe pudiera ser el caso en el que denunciado está de acuerdo con los hechos pero se opone a la sanción por alguna cuestión jurídica, como puede falta de tipicidad, culpabilidad o desproporción.

Qué pasa si el denunciado simplemente dice que no es verdad lo que indica el agente denunciante, sin aportar otra versión de lo sucedido. Entiendo que aquí aunque en puridad no se presentan nuevos hechos, debería también darse traslado al agente para informe y para que expresamente se ratificase en la versión inicial levantando cualquier género de duda que pudiera tener el órgano instructor sobre lo sucedido.

2.3.  Fase de prueba

El art. 81.3 en su segundo párrafo indica que: «En todo caso, el instructor podrá acordar que se practiquen las pruebas que estime pertinentes para la averiguación y calificación de los hechos y para la determinación de las posibles responsabilidades. La denegación de la práctica de las pruebas deberá ser motivada, dejando constancia en el expediente sancionador».

2.3.1.  La intervención del denunciado en la fase de prueba

Aunque no se dice expresamente, es claro que el denunciado puede presentar medios de prueba y practicar la que solicite. Ha de tenerse en cuenta la doctrina constitucional al respecto. En primer lugar, sobre la participación del denunciado en la proposición y práctica de los medios de prueba.

El momento adecuado para proponer y practicar prueba -como hemos dicho- es el mismo que para hacer alegaciones. Como no existe una fase cerrada para estos trámites, es claro que puede proponerse antes de que se dicte la propuesta de resolución, e incluso tras la ratificación del agente y precisamente para contestar o fundamentar una réplica a lo allí expuesto es posible que el denunciado presente prueba. En la práctica también encontramos ratificación del agente en fase de recurso administrativo, si la sanción se impuso sin alegaciones. Pero un mínimo principio preclusivo obliga a cerrar la posibilidad de prueba de descargo en el momento en que se propone o impone la sanción.

En cuanto a la intervención del denunciado dice el Tribunal Constitucional (STC 2005/126 de 23 de mayo -LA LEY 12216/2005-): «Por lo que respecta a la vulneración aducida del derecho de defensa en el procedimiento administrativo, es de recordar que este Tribunal, desde la STC 18/1981, de 8 de junio F. 2, ha reiterado que las garantías constitucionales consagradas en el art. 24.2 CE son de aplicación, en la medida en que resulten compatibles con su naturaleza, a los procedimientos administrativos sancionadores. Entre dichas garantías cabe incluir específicamente el derecho a la defensa, que proscribe cualquier indefensión; el derecho a conocer los cargos que se formulan contra el sometido a procedimiento sancionador; y el derecho a utilizar los medios de prueba adecuados para la defensa (por todas, STC 74/2004, de 22 de abril). Igualmente se ha destacado que la vigencia del principio de contradicción, al igual que sucede con el resto de las garantías constitucionales que conforme al art. 24.2 CE ordenan el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración, se predica precisamente del procedimiento administrativo sancionador, en el que, como manifestación que es del ius puniendi del Estado, debe garantizarse el ejercicio sin trabas de las garantías de defensa de relieve constitucional. Lo expuesto comporta, también, que el posterior proceso contencioso no pudo subsanar la infracción del principio de contradicción en el procedimiento sancionador, pues, de otro modo, no se respetaría la exigencia constitucional de que toda sanción administrativa se adopte a través de un procedimiento que garantice los principios esenciales reflejados en el art. 24.2 CE» (por todas, STC 59/2004, de 19 de abril).

Es claro por tanto con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional que el derecho a la defensa en un expediente administrativo sancionador se integra por el derecho que tiene el denunciado para ser parte en el mismo y en concreto para que se practiquen las pruebas solicitadas que sean pertinentes y que esa práctica de prueba se haga con su intervención. Si no es así, de mala manera se puede cumplir el mandato legal previsto en el art. 81.2 de la LRJAPyPAC, que establece expresamente la notificación al interesado de la práctica de la prueba para su intervención, incluso en el ámbito disciplinario el art. 39 del RD 33/1986 de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Régimen Disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado, que también establece el derecho a ser informado de las declaraciones testificales para intervenir en ellas.

El instructor puede no admitir pruebas inadecuadas o irrelevantes pero si las admite, la participación del denunciado en su práctica es necesaria, pues si no de nada sirve la admisión de la misma.

2.3.2.  Los medios posibles de prueba

No existe un catálogo de pruebas concreto fuera del cual no sea posible admitir la propuesta. Es claro que vale cualquier tipo de documento sea público o privado y en la actualidad en cualquier soporte, siendo especialmente relevante las pruebas que reproducen imágenes o sonido. De igual forma son adecuadas las pruebas periciales e incluso las testificales, a pesar de que éstas son tradicionalmente denegadas, pues no introducen elementos de seriedad y contraste, sobre todo si se contraponen con la denuncia y en relación a los hechos directamente apreciados por el agente denunciante.

Puede resultar muy controvertida la decisión de si es posible, como si de una prueba testifical se tratase, la declaración del agente denunciante con la intervención del denunciado. Como hemos dicho antes, la intervención del denunciado es crucial. Pero también es relevante el principio de eficacia en la función pública que incluso en procedimientos civiles y contenciosos permite a la autoridad o funcionario declarar por escrito para no tener que acudir al juicio oral  (47) . Normalmente los órganos instructores deniegan esta participación, pues este tipo de declaración se hace por informe como establece la norma. Parece esta la respuesta más proporcionada y adecuada al expediente y a la sencillez de trámites, pero no habría motivo alguno para que se inadmitiesen preguntas concretas realizadas por el denunciado al agente.

2.3.3.  La denegación de prueba

Como resumen de toda la doctrina constitucional ha de reseñarse lo que mantiene la (STC 316/2006 de 15 de noviembre -LA LEY 154699/2006-), en la que se indica:


«De otra parte, en relación con el derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa que se recoge en el art. 24.2 CE, es reiterada doctrina constitucional que tal derecho, soporte esencial del derecho de defensa, exige que las pruebas pertinentes sean admitidas y practicadas sin desconocimiento ni obstáculos, resultando vulnerado el mencionado derecho fundamental en aquellos supuestos en los que el rechazo de la prueba propuesta carezca de toda motivación o la motivación que se ofrezca pueda tacharse de manifiestamente arbitraria o irrazonable. No obstante, no toda irregularidad u omisión procesal en materia de prueba conlleva una lesión del citado derecho fundamental, pues para que se produzca esa lesión constitucional es necesario que la irregularidad u omisión procesal en materia de prueba haya causado indefensión, en sentido real y efectivo, al recurrente en amparo. De modo que la garantía constitucional contenida en el art. 24.2 CE cubre únicamente aquellos supuestos en los que la prueba es decisiva en términos de defensa y, por ende, constitucionalmente trascendente. (...) Este derecho resultará vulnerado, por tanto, siempre que la prueba sea propuesta en tiempo y forma, sean pertinentes y relevantes los medios probatorios, y decisivos para la defensa del recluso, en el sentido de potencialmente trascendentes para el sentido de la resolución, en los supuestos tanto de silencio o de falta de motivación de la denegación, como cuando aquélla sea arbitraria o irracional.

Ahora bien, tal situación de indefensión como consecuencia de la inadmisión no motivada o arbitraria de medios de prueba pertinentes para la defensa debe de ser justificada por el propio recurrente en amparo en su demanda, pues la tarea de verificar si la prueba es decisiva en términos de defensa y, por tanto, constitucionalmente trascendente, no puede ser emprendida por este Tribunal Constitucional mediante un examen de oficio de las circunstancias concurrentes en cada caso concreto, sino que exige que el solicitante de amparo haya alegado y fundamentado adecuadamente dicha indefensión material en la demanda, habida cuenta de que, como es notorio, la argumentación recae sobre el recurrente en amparo.

Esta carga de la argumentación se traduce en la doble exigencia de que el demandante de amparo acredite, tanto la relación entre los hechos que se quisieron, y no se pudieron probar, y las pruebas inadmitidas o no practicadas, como el hecho de que la resolución judicial final podría haberle sido favorable de haber admitido y practicado dichas pruebas, quedando obligado a probar la trascendencia que la inadmisión o la ausencia de la práctica de la prueba pudo tener en la decisión final del proceso, ya que sólo en tal caso, comprobando que el fallo pudo, acaso, haber sido otro, si la prueba se hubiera admitido o practicado, podrá apreciarse también un menoscabo efectivo del derecho de defensa. De no constatarse la circunstancia de que la prueba inadmitida o no practicada era decisiva en términos de defensa, resultará ya evidente ab initio, sin necesidad de ulterior análisis, que no habría existido la lesión denunciada, puesto que, como hemos señalado, el ámbito material protegido por el derecho fundamental a utilizar los medios de prueba pertinentes no abarca las meras infracciones de la legalidad procesal que no hayan generado una real y efectiva indefensión (SSTC 1/1996, de 15 de enero, 170/1998, de 21 de julio, 101/1999, de 31 de mayo, 183/1999, de 11 de octubre; 27/2001, de 29 de enero; 236/2002, de 9 de diciembre, 128/2003, de 30 de junio, 91/2004, de 19 de mayo, por todas).»



En el mismo sentido cabe añadir lo dispuesto en la STC 2008/113 para un supuesto de un expediente sancionador en materia de tráfico.

Lo fundamental por tanto es articular prueba «en descargo» de la denuncia, que sea relevante y adecuada para la infracción que se imputa. Este procedimiento coloca al denunciado en la posición de contestar con pruebas los hechos que presenta la Administración de defenderse, por eso nos encontramos en muchas ocasiones con confirmaciones de sanciones por no haber articulado prueba en contrario pudiendo hacerlo  (48) .

También es cierto que no son escasas las ocasiones en las que los Juzgados y Tribunales de Justicia nos encontramos con la denegación presunta de prueba por no haber acordado nada al respecto y si la prueba solicitada no era relevante o bien ya constaba en el expediente por reiterativa, no se procede a la nulidad de la sanción  (49) .

2.3.4.  La práctica de la prueba

La práctica de la prueba en el procedimiento sancionador no está sometida a plazo ni a reglamentación alguna, lo que evidentemente puede conllevar problemas.

Si la prueba acordada por el instructor no se lleva a cabo en un periodo de tiempo prudencial, puede reiterarse o bien puede dar lugar al archivo por carencia de prueba. O lo contrario, a imponer la sanción al no existir prueba de descargo. Ya hemos indicado que es acorde con la práctica del foro practicar el informe del agente por escrito, método por el que también pudieran practicarse las pruebas testificales acordadas y practicadas.

2.4.  La propuesta de resolución

Concluida la instrucción del procedimiento, dice el art. 81.4 de la Ley de Tráfico que el órgano instructor elevará propuesta de resolución al órgano competente para sancionar para que dicte la resolución que proceda.

En aquellos supuestos en los que en el expediente constan alegaciones del denunciado y éstas no han sido contestadas por el órgano administrativo sancionador, entonces la falta de Propuesta de Resolución ha sido entendida por la Jurisprudencia como falta de requisito absoluto de validez y vulneración del derecho a conocer los hechos que se imputan. Así, la STSJ de Murcia de 2 de septiembre de 2000 (LA LEY 157765/2000) dice: «La omisión de la propuesta de resolución, según ha señalado con reiteración la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, es suficiente para determinar la invalidez de los actos impugnados por originar indefensión al interesado (art. 24.2 CE), ya que supone privar a éste de su derecho a ser informado de la acusación una vez que el instructor ha examinado las alegaciones formuladas por el mismo y que se han practicado las pruebas de cargo oportunas, así como del derecho a hacer unas nuevas alegaciones que sobre dicha acusación crea oportunas en su defensa. Así la STS de 27 de abril 1998, señala que el derecho a ser informado de la acusación, que con la categoría de fundamental se garantiza en el art. 24.2 CE, se satisface normalmente en el procedimiento administrativo sancionador a través de la notificación de la propuesta de resolución, pues es en ésta donde se contiene un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad que se imputa, integrado, cuando menos, por la definición de la conducta infractora que se aprecia, y su subsunción en un concreto tipo infractor, y por la consecuencia punitiva que a aquélla se liga en el caso de que se trata. Excepcionalmente aquel trámite podrá dejar de ser imprescindible, desde la óptica de la plena satisfacción del derecho fundamental citado, si en un trámite anterior se notificó aquel pronunciamiento preciso. En el caso, sin embargo, no se ha notificado la propuesta de resolución, limitándose el acuerdo de incoación (constituido por la denuncia) a identificar el hecho imputado y el precepto en que se tipifica y a indicar la sanción que en abstracto cabe imponer a la infracción cometida. Es decir, que no contiene un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada, por lo que procede declarar la nulidad del acto administrativo impugnado. En el mismo sentido la sentencia de 6 de junio de 1997 (Sala 3.ª, Sección 3.ª) dice que la propuesta de resolución, en cuanto expresión del principio acusatorio, no puede faltar en el procedimiento administrativo sancionador por exigencias del propio texto constitucional» (con cita de las SSTS, Secc. 3.ª, de 27 de mayo de 1997).

2.4.1.  Supuestos en los que procede su dictado

En todo procedimiento ordinario es necesario e imprescindible como hemos visto que se dicte la Propuesta de resolución, ésta es la única forma en que puede concluir el procedimiento por el órgano instructor que es el encargado de dictarla y en la que al estar mecanizados los procesos, incluso en la Unidad de Denuncias Automatizadas la denominada «Estrada», quepa poder distinguir de forma clara lo dicho por el órgano instructor y lo dicho por el órgano que resuelve.

2.4.2.  El traslado de la propuesta de resolución

Únicamente se dará traslado de la propuesta al interesado, para que pueda formular nuevas alegaciones en el plazo de quince días naturales, si figuran en el procedimiento o se hubiesen tenido en cuenta en la resolución otros hechos u otras alegaciones y pruebas diferentes a las aducidas por el interesado.

Este precepto el art. 81.4 de la Ley de Tráfico recoge una ya importante doctrina que venía distinguiendo cuándo era necesario que el órgano instructor dé traslado de la propuesta de resolución para hacer alegaciones y cuándo no.

La Sentencia más relevante en este caso es la dictada por Tribunal Supremo el 19 de diciembre de 2000 (LA LEY 3333/2001), que indica que hay dos casos en que se puede prescindir de la propuesta de resolución y, consiguientemente, del trámite de audiencia: 1.º Cuando el interesado no haya formulado alegaciones sobre el contenido del acto de iniciación del procedimiento (que en el sancionador de tráfico lo es el boletín de denuncia) (supuesto contemplado en el art. 13.2 del Reglamento sancionador general, al que remite el inciso primero del art. 19.2 del mismo Reglamento); y 2.º Cuando aun habiéndolas formulado, no se tengan en cuenta otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado (art. 19.2, inciso segundo, del Reglamento general citado).

Esta Sentencia ha sido reiteradísima utilizada por Jueces y Tribunales  (50) , pues con anterioridad también eran comunes las Sentencias que anulaban el expediente sancionador por no dar traslado de la propuesta de resolución.

3.  El procedimiento ordinario simplificado

3.1.  Casos en los que procede

El art. 81.5 de la Ley de Tráfico establece una variante del procedimiento ordinario u otro procedimiento, como queramos decirlo, e indica: «Si el denunciado no formula alegaciones ni abona el importe de la multa en el plazo de quince días naturales siguientes al de la notificación de la denuncia, esta surtirá el efecto de acto resolutorio del procedimiento sancionador. En este supuesto, la sanción podrá ejecutarse transcurridos treinta días naturales desde la notificación de la denuncia.

Lo dispuesto anteriormente será de aplicación únicamente cuando se trate de:


	
a) Infracciones leves. 

	
b) Infracciones graves que no detraigan puntos. 

	
c) Infracciones graves y muy graves cuya notificación se efectuase en el acto de la denuncia. 



La terminación del procedimiento pone fin a la vía administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde el día siguiente al transcurso de los treinta días antes indicados».

Como vemos, la norma ha querido establecer una forma de finalización de determinados procedimientos sancionadores, separándose de lo que constituye la norma en los principios generales de esta materia. Ya adelanto que consideró que este nuevo procedimiento, más bien esta forma de finalizar un procedimiento, que basándose pretendidamente en el éxito del procedimiento abreviado quiere trasladar la esencia del mismo a otros supuestos, no considero que tenga la misma justificación y aunque es evidente ayuda a una tramitación rápida, puede conllevar más problemas que beneficios.

El procedimiento abreviado -ya se indica más arriba- parte de una situación fáctica muy diferente. Estamos ante la decisión de un denunciado de admitir la responsabilidad, abonar la multa y olvidarse del expediente. No hay nada que discutir y por tanto es bastante para el sometido al expediente con la notificación de la denuncia, si no tiene nada que contestar o que quejarse sobre ella. Este supuesto es evidentemente distinto del presente, pues aquí se parte no de una actitud positiva del denunciado sino de todo lo contrario. Ni alega, ni abona, por lo que su colaboración y admisión de los hechos es muy distinta. Se parte por tanto de un comportamiento que en principio no tiene por qué ser colaborador con la Administración sancionadora.

Y ello cuando, además y precisamente por esa falta de colaboración, salta a la vista que este procedimiento puede haber sido creado con quebranto de variados principios que deben regir todo procedimiento sancionador.

Ya vemos que bastará con la denuncia -es claro, como luego se dirá, que de un agente de la autoridad, aunque la norma no lo diga-, para sin más y aprovechando un comportamiento omisivo, entender que el que «calla otorga» y considerar que a los treinta días de esa falta de alegaciones ha de considerarse ejecutiva la sanción.

Pues bien, esta situación desconoce el principio de competencia. Las sanciones han de imponerse por el órgano administrativo que tiene competencia para resolver y la no alegación no puede considerarse como una admisión de culpa. Ello por la sencilla razón de que uno de nuestros principios constitucionalmente establecidos (art. 24.2 de la Constitución) es la presunción de inocencia y junto a él el derecho a no declarar contra sí mismo. En este caso dejamos que el denunciante, ni siquiera el órgano instructor, se constituya amparado en una pasividad del denunciado en condena y además ejecutiva.

Por otro lado, aquí no hay separación del órgano instructor y del órgano que impone la sanción. Al menos en el procedimiento abreviado hay una asunción de la responsabilidad que aquí se echa de menos.

También se desconoce el principio tradicional, de que en cualquier procedimiento sancionador ha de seguirse el procedimiento establecido en la ley y finalizarse con el dictado de la resolución sancionadora, que es donde la Administración motiva y adecua la sanción a los hechos probados. ¿Cómo se puede pretender que esto sea así si el órgano administrativo siquiera ha dicho que esa acción u omisión es culpable y sancionable?

Y por último aquí hay una presunción de culpabilidad contraria al ya aludido art. 24 de la Constitución. Si no dices nada, la denuncia sirve para imponer la sanción.

Considero que aquí el legislador no ha estado muy acertado y que, al menos, debería haberse acotado los supuestos en los que esta denuncia sin alegaciones se convirtiese en sanción ejecutiva. Pues no puede ser de recibo que la denuncia de un particular, o la denuncia de un agente que, por referencia de un tercero, denuncia unos hechos que no ha comprobado, permitan esa sanción, sin más prueba. Tampoco parece de recibo que se acuda a un procedimiento ejecutivo con la única base material de una denuncia, cuya corrección en atención a la correspondencia de hechos, tipificación y determinación de la sanción no ha sido adverada por el órgano sancionador.

En cualquier caso, lo que es evidente es que este procedimiento no puede ser efectivo si no hay una notificación completa del agente denunciante en la que se exprese con claridad, que si no hace alegaciones, ni abona la multa, la denuncia se convierte en sanción ejecutiva. Y desde luego no parece adecuado a un mínimo principio de eficacia aplicar este procedimiento simplificado, cuando ni siquiera hemos podido notificar en persona la inicial denuncia y se ha notificado vía edictal. Con la merma de garantías que ello conlleva.

3.2.  El derecho de defensa y la prueba de cargo

Los mismos problemas que nos podemos encontrar si se recurre en vía judicial un procedimiento abreviado y que ya se adelantaban con anterioridad, hemos de encontrar al recurrir en vía judicial la eventual sanción impuesta por este procedimiento simplificado.

Pero con ellos, otros más. Dejemos a un lado si se interpone recurso de reposición, como se verá más adelante, pero como éste es potestativo, si se acude directamente al contencioso, el primer problema que nos encontramos es el plazo en que se puede recurrir. En principio se supone que es el plazo de dos meses tras los treinta días en que la sanción ya se debe considerar ejecutiva, pero como no hay resolución, ¿qué ocurriría si el denunciado interpone un contencioso y cuando se solicita el expediente, se da cuenta de que esa denuncia no se ha tramitado? Por cualquier motivo, entre otros como es obligado por la ley, porque los hechos no eran constitutivos de infracción y el denunciante se equivocó. ¿Quién se haría cargo de los gastos que conlleva haber interpuesto un recurso, contra una denuncia que no ha llegado a sanción?

Pero donde en realidad podemos encontrar grandes dificultades es en la configuración de la prueba de cargo y el otro envés de la moneda, que es el derecho de defensa.

Como en los supuestos analizados cuando vimos el procedimiento abreviado, aquí podría llevar el recurso al órgano jurisdiccional con la única prueba de cargo de la denuncia. Y todos y cada uno de los problemas que en ese apartado se analizaron y las soluciones que se propusieron son las mismas. Eso sí, creo que sería implanteable que por este procedimiento se impusieran sanciones con una mera denuncia de particulares, o con una denuncia de referencia.

IV.  LA RESOLUCIÓN SANCIONADORA

1.  La forma. Los actos verbales

La forma de las resoluciones sancionadoras en materia de tráfico dio mucho trabajo a los órganos jurisdiccionales. Existía una doctrina muy extendida por los distintos Tribunales Superiores de Justicia que sostenía que una resolución sancionadora no podía dictarse de forma verbal documentándose exclusivamente en un listado como autoriza el art. 55. 2 de la LRJAPyPAC.

Así, entre otras muchas la STSJ de Navarra de 29 de junio de 2000 (LA LEY 134127/2000) decía: «Este listado no individualiza ni mínimamente las concretas sanciones a imponer, careciendo de los requisitos mínimos necesarios para la válida adopción de un acuerdo sancionador, y ello por las siguientes razones:


	
1. De acuerdo con el párrafo primero del art. 55 de la Ley 30/1992, como regla general, los actos administrativos deben dictarse por escrito a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia; regla general que en casos como el presente en que los actos tienen por objeto la imposición de sanciones, debe ser la aplicada, máxime teniendo en cuenta que la resolución que pone fin a los procedimientos sancionadores ha de ser en todo caso motivada según lo dispuesto en el art. 138.1 de la Ley 30/1992, en relación con el art. 20.2 del RD 1398/1993, de 4 de agosto. Solamente de haberse constatado la resolución verbal por escrito de forma motivada cabría plantearse su validez. 

	
2. El art. 20.4 del citado Reglamento, exige que las resoluciones de los procedimientos sancionadores, además de contener los elementos previstos en el art. 89.3 de la Ley 30/1992, incluyan la valoración de las pruebas practicadas, y especialmente de aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, que fijen los hechos y, en su caso, la persona o personas responsables, la infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones que se imponen o, bien, la declaración de no existir infracción o responsabilidad. Si las resoluciones sancionadoras deben tener dicho contenido mínimo, es impensable que puedan dictarse de forma verbal, salvo que luego se constaten por escrito con ese contenido mínimo. En el documento en que se da constancia a la resolución verbal, desde luego no se hace la motivación referida. 

	
3. El art. 15 del RD 320/1994, de 25 de febrero, que aprobó el procedimiento sancionador en materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, asimismo exige que las resoluciones que dicten los Delegados del Gobierno y los Alcaldes, sean sucintamente motivadas y decidan todas las cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas del procedimiento, lo cual no se concibe mediante resoluciones verbales, constatadas en un documento en el que figura un listado de resoluciones sancionadoras, y solamente se dedica una línea a cada resolución. 



Por todo ello la resolución dictada supuestamente de forma verbal no se ajusta a Derecho debiendo declararse su nulidad conforme a lo anteriormente expresado, siendo nula de pleno Derecho de conformidad con el art. 62.1 e) de la Ley 30/1992». En el mismo sentido se puede citar entre otras muchas la STSJ de Murcia de 31 de octubre de 2000 (LA LEY 197720/2000).

Estas resoluciones y otras anteriores dieron lugar a la modificación del art. 15.1 del RD 320/1994, de 25 de febrero, que aprueba el Reglamento del Procedimiento Sancionador en materia de Tráfico, Circulación de Vehículos de Motor y Seguridad Vial, por el RD 137/2000, de 4 de febrero, que pese a proclamar el principio de escritura de la resolución sancionadora en materia de tráfico, conforme previene el art. 55.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo común, deja a salvo «que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, en cuyo caso el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de forma verbal con expresión de su contenido conforme previene el art. 55.2 de la referida Ley».

Este precepto reglamentario fue cuestionado por distintos órganos jurisdiccionales, pues consideraban que las sanciones no podían imponerse por resoluciones verbales, pues con ello se impedía motivar las sanciones dando contestación a las alegaciones presentadas. Por sendos Autos de 30 de julio de 2001, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 1 de Cádiz elevó ante el TS cuestión de ilegalidad de ese procedimiento, razonando que ese precepto no motivaba la sanción e iba en contra del principio de todo acto sancionador de ser dictado por una resolución escrita.

Sin embargo, el Tribunal Supremo en Sentencias de 26 de noviembre y 3 de diciembre de 2002 (LA LEY 11297/2003 y 202511/2002) desestima estas alegaciones e indica: que «no se ha tenido en cuenta que el art. 55.2 LRJ-PAC -del que el precepto reglamentario cuya legalidad se cuestiona es mera aplicación en el concreto sector de la administración vial- está habilitando a la Administración pública para utilizar una técnica de racionalización y simplificación del trabajo administrativo, y que, en modo alguno, el empleo de esa técnica en el procedimiento sancionador de tráfico implica disminución de garantía alguna de los administrados. Un examen pausado de un expediente cualquiera del tipo que nos ocupa permite comprobar, en efecto, que cada procedimiento sancionador de tráfico se tramita individualmente, y la competencia sancionadora ejercida verbalmente, se documenta no sólo en la relación y con los requisitos que exige el art. 55.2, inciso segundo de la Ley 30/1992 (y su correspondiente reglamentario introducido por el Real Decreto 137/2000 que modifica el Real Decreto reglamentario 320/1994 y cuya legalidad se cuestiona), sino también en la resolución que pone fin al expediente individual de que se trate, de manera que en modo alguno puede decirse que el infractor sancionado quede indefenso por falta de motivación del acto o porque no pueda conocerlo. (...) El demandante no niega los hechos. Se limita a solicitar la nulidad del expediente "al constar en el expediente (sic) la resolución verbal del órgano sancionador, tal y como se dice en el texto del traslado de la resolución sancionadora, al amparo del art. 55.2 de la Ley 30/1992 (51) "».

Ahora son prácticamente todos los órganos sancionadores en materia de tráfico los que acuden al listado de resoluciones sancionadoras verbales. Sin embargo, como veremos, cuando hablemos de la motivación, esto es posible cuando esta decisión está amparada en una propuesta de resolución que es aprobada por el órgano que impone la sanción y que es la que contiene la motivación individualizada, tanto en lo que se refiere a la identificación de los hechos, tipificación y sanción, como en la contestación siquiera sea somera a las alegaciones presentadas.

Existen sin embargo requisitos mínimos que hemos de contemplar, sin los cuales la resolución no puede considerarse válida. Uno de ellos es la firma de la resolución en la que consta enviada en el expediente  (52) . Eso sí, no puede exigirse que la firma sea extendida por el titular del órgano cuando lo que se presenta en el expediente sean copias  (53) , y en cuanto al estampillado ha sostenido la Jurisprudencia del Tribunal Supremo (STS de 19 de noviembre de 2001 -RJ 2001/9791-) para supuestos como el presente de imposición de sanciones en que la motivación viene amparada por la propuesta de Resolución que no habiendo acreditado que la estampilla ha sido utilizada por autoridad distinta, a la que ha impuesto la sanción, no es motivo de anular la sanción. También el Tribunal Supremo, en sentencia de 3 de noviembre de 1997 (LA LEY 431/1998), puso de manifiesto que la firma es el trazado gráfico, conteniendo habitualmente el nombre, los apellidos o la rúbrica de una persona, con el cual se suscriben los documentos para darles autoría y virtualidad y obligarse con lo que en ellos se dice, añadiendo que su autografía, como vehículo que une a la persona firmando con lo consignado en el documento, debe ser manuscrita o de puño y letra del suscribiente, como muestra de la inmediatez y de la voluntariedad de la acción y del otorgamiento. Ahora bien, añade el Alto Tribunal, la firma autógrafa no es la única manera de signar, pues hay otros mecanismos que, sin ser firma autógrafa, constituyen trazados gráficos, que asimismo conceden autoría y obligan. Así, las claves, los códigos, los signos y, en casos, los sello con firmas. Aunque, como hemos visto en la Sentencia del TSJ de Extremadura para algunos Tribunales, la estampilla no sirve.

Eso sí la jurisprudencia es unívoca cuando determina que la falta de resolución implica la nulidad de la sanción impuesta, aunque más bien deberíamos decir su inexistencia  (54) .

2.  La motivación. Los actos masa

Como sosteníamos con anterioridad, es posible dictar listados de resoluciones verbales, pero ellos deben de basarse en una propuesta de resolución que identifique hechos, tipo y sanción y conteste a las alegaciones. Cuando no hay propuesta de resolución, o cuando ésta es dictada sin individualizar la respuesta sancionadora, nos encontramos con un acto masa que entiendo que no es admisible en sede de un expediente sancionador, ni antes de la reforma, ni en la actualidad.

Si la propuesta de resolución y la propia resolución sancionadora han sido dictadas bajo la técnica del acto masa (art. 55.3 de la LRJAPyPAC), ninguna de las resoluciones citadas resuelve cuestión alguna de las planteadas por el recurrente y así están carentes de toda motivación (art. 138.1 de la LRJAPyPAC y art. 15.1 del RD 320/1994), y ello aunque existiera informe de ratificación del agente de tráfico.

En estos casos la nulidad de la resolución sancionadora no depende de que se haya o no producido efectiva indefensión, o de que se conozca la razón de decidir y de imponer la sanción, sino de que aquélla reúna los requisitos formales mínimos imprescindibles para que el acto alcance su fin (art. 63.2 de la LRJAPyPAC).

Un órgano sancionador no puede, acogiéndose a la figura del acto masa, ejercer su potestad sancionadora, pues con ello dicta un acto con ausencia absoluta de motivación, sin atender ni resolver a las cuestiones suscitadas por el recurrente en trámite de alegaciones y por tanto con olvido de lo dispuesto en los arts. 138.1 de la LRJAPyPAC y 15.1 del RD 320/1994. Es indudable que sin resolver las alegaciones planteadas en el trámite procedimental, no le es dable al órgano que debe resolver el expediente, el dictado de un acto con la forma prevista en el art. 55.3 de la Ley, pues éste está únicamente previsto para actos declarativos de derechos (nombramientos, concesiones, licencias), justamente los actos de naturaleza contraria a los sancionadores que son actos limitativos de derechos [art. 54.1 a) de la LRJAPyPAC]. Se trata por tanto de una resolución sancionadora que, no garantizando los mínimos requisitos formales legalmente requeridos para su dictado, incurre en la nulidad del art. 63.2 de la LRJAPyPAC -actos dictados sin los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin-, por lo que debe procederse a su anulación.

Esta doctrina que se reseña  (55)  ha sido encontrada conforme a derecho por Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de noviembre de 2000 (LA LEY 153/2001), que resolviendo recurso de casación en interés de ley interpuesto contra Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 1 de Madrid que anulaba una sanción impuesta por el Ayuntamiento de Madrid en materia de tráfico y por la técnica de acto masa, expresa que no es posible resolver expedientes sancionadores en materia de tráfico, por un solo acto administrativo, sin motivación diferenciada y aún cuando el denunciado durante la tramitación del mismo no hace alegaciones.

Dice la indicada Sentencia: «La posibilidad de resolver mediante un único acuerdo una pluralidad de expedientes administrativos no ha sido negada por la sentencia recurrida -bastaría con recordar la posibilidad de decretar la acumulación en ciertas circunstancias que reconoce el art. 73 de la Ley de 26 de noviembre de 1992-, que se limita a afirmar que no se puede resolver de una sola vez, con una única motivación (consistente en invocar la competencia del órgano legal, los preceptos legales y reglamentarios comunes para toda suerte de infracciones y procedimientos y la ausencia de alegaciones de descargo) carente de toda referencia individualizadora, casi 1.800 expedientes sancionadores en materia de circulación viaria.

Lo que ocurre, en realidad, es que el Ayuntamiento pretende que se siente como doctrina legal que puede estimarse como motivación común suficiente de ese único acuerdo sancionatorio la inexistencia de alegaciones por parte de los denunciados, con lo que esa posibilidad se daría cualquiera que sea el tipo de infracción circulatoria viaria denunciado, la gravedad de la sanción impuesta o las circunstancias concurrentes en cada uno de los distintos supuestos, siempre y cuando se expresen los datos más significativos de cada uno de ellos. Y esa pretensión no puede ser estimada.

El art. 89.1 de la Ley 30/1992, en relación con el 20.4 del RD regulador de la potestad sancionadora de la Administración, estipula que la resolución final de un procedimiento de esta clase habrá de resolver todas las cuestiones existentes, ya se hubiesen planteado por los interesados, ya se deriven del mismo procedimiento, fijando la persona responsable, la infracción cometida y la sanción impuesta, sin perjuicio de declarar la inexistencia de responsabilidad o la extinción de la misma en el caso de que así ocurra. En sentido análogo el art. 15.1 del RD regulador de las sanciones en materia de tráfico de 25 de febrero de 1994.

La motivación de la imposición de una sanción no puede referirse únicamente a la inexistencia de alegaciones de descargo en el expediente, sino a la apreciación de la realidad de la infracción, de su correcta tipificación y graduación, así como de la ausencia de circunstancias exonerantes, siquiera por concurrencia de la prescripción de la acción o de la caducidad del procedimiento. La necesaria especificación de las circunstancias que individualizan la imposición de la sanciones es requisito ineludible en un procedimiento de este tipo, requisito cuya necesidad ha de valorarse caso por caso, pero que no puede ser suplido por la ausencia de alegaciones de descargo como razón única que justifica la imposición de la sanción en los casi dos mil expedientes examinados».

V.  RECURSOS

1.  Clases de recursos

La ley sólo prevé el recurso en vía administrativa en su art. 82, para el procedimiento ordinario. Ha de recordarse que el art. 80 d) establece expresamente en el procedimiento abreviado que sólo es posible recurrir ante el órgano jurisdiccional contencioso-administrativo. Eso sí, hemos de indicar que es posible interponer recurso tanto en el procedimiento ordinario con resolución expresa, como en el ordinario simplificado, donde existe una resolución tácita.

El art. 82 en su párrafo segundo indica que contra las resoluciones sancionadoras, podrá interponerse recurso de reposición, con carácter potestativo, en el plazo de un mes contado desde el día siguiente al de su notificación. Reitera -pues en la LRJAPyPAC, los arts. 107 y 116 así lo indican- que este recurso se interpondrá ante el órgano que dictó la resolución sancionadora, que será el competente para resolverlo.

El párrafo quinto indica que el recurso de reposición regulado en este artículo se entenderá desestimado si no recae resolución expresa en el plazo de un mes, quedando expedita la vía contencioso-administrativa y el párrafo sexto completa el precepto estableciendo que contra las resoluciones sancionadoras dictadas por los órganos competentes de las Comunidades Autónomas que tengan transferidas competencias ejecutivas en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, así como por las dictadas por los Alcaldes, en el caso de las Entidades Locales, se estará a lo establecido en los anteriores apartados respetando la competencia sancionadora prevista en su normativa específica.

La ley quiere una tramitación rápida y por lo tanto ha querido anular absolutamente la doble instancia en vía administrativa, deja sólo el recurso de reposición con carácter potestativo.

2.  La suspensión de la ejecución durante la tramitación del recurso

Evidentemente dado que la regulación del recurso de reposición en materia de tráfico se ha querido separar absolutamente de la regulación ordinaria en todo procedimiento sancionador, lo más específico y peculiar es la no suspensión de la ejecución durante la tramitación del recurso. La resolución sancionadora -dice el art. 82.1 de la Ley de Tráfico- pondrá fin a la vía administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde el día siguiente a aquél en que se notifique al interesado, produciendo plenos efectos o, en su caso, una vez haya transcurrido el plazo indicado en el último apartado del artículo anterior que se está refiriendo al aquí denominado procedimiento ordinario simplificado.

Como indico, lo más novedoso de esta nueva regulación es lo que dispone el párrafo tercero del art. 82, cuando dice que la interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado ni la de la sanción. En el caso de que el recurrente solicite la suspensión de la ejecución, ésta se entenderá denegada transcurrido el plazo de un mes desde la solicitud sin que se haya resuelto.

Entiendo que en cualquier procedimiento sancionador, la regla general es que interpuesto un recurso administrativo, la mera interposición determina que la resolución no sea firme en vía administrativa. Así se establece de forma precisa en el art. 138.3 de la LRJAPyPAC cuando indica en referencia a la resolución sancionadora que ésta será ejecutiva, cuando ponga fin a la vía administrativa. Y estemos hablando del recurso de alzada o del recurso de reposición, una vez interpuesto este recurso administrativo la resolución no es firme «en vía administrativa» precisamente porque «en vía administrativa» puede ser revocada, modificada o sustituida por otra resolución.

Y ello a pesar de que pudiera ser equívoco el tenor literal del art. 116.1 de la LRJAPyPAC cuando establece que: «Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo». Y es que ha de recordarse que este precepto establece de forma general el recurso de reposición y éste por naturaleza sólo es posible contra «actos que ponen fin a la vía administrativa», pero una vez recurridos, el procedimiento administrativo no ha acabado y por lo tanto no cabe la ejecución de la sanción.

Si esto no fuera así en nuestro sistema general, carecería de sentido que se estableciese en el art. 111 en su párrafo 3.º, «La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurridos treinta días desde que la solicitud de suspensión haya tenido entrada en el registro del órgano competente para decidir sobre la misma, éste no ha dictado resolución expresa al respecto».

Es claro por tanto que el sistema introducido en el nuevo procedimiento sancionador en materia de tráfico es distinto al general. Ya hemos dicho que así lo ha querido la Ley 18/2009 al establecer expresamente su falta de sometimiento a la LRJAPyPAC, pero ello no puede justificar que se hayan introducido lagunas o falta de previsión sobre todo en la regulación de la posibilidad de suspensión de la sanción, cuando como es sabido la adopción de una medida cautelar y la posibilidad de suspender la eficacia de un acto administrativo sobre todo en materia sancionadora integra el derecho a la tutela judicial efectiva  (56) .

Pues bien, en este caso la ley establece con reiteración y como una llamada a la eficacia administrativa que «el acto se podrá ejecutar al día siguiente a aquél en que se notifique al interesado, produciendo plenos efectos» (art. 81.1) para los procedimientos ordinarios, o bien al día siguiente de haber transcurrido el plazo de treinta días en el procedimiento ordinario simplificado o bien al día siguiente del abono de la sanción en el abreviado (art. 80. f). Quiere decirse que perfectamente es posible ejecutar una sanción en esta materia ya sea económica o de privación de derechos (la resta de los puntos de vigencia del permiso de conducir) sin que siquiera haya terminado el plazo para la interposición del recurso de reposición. Ciertamente que este sistema ejecutivo de urgencia tiene una ventaja evidente cuando de una sanción admitida y no sometida a recurso estamos hablando. La resta de puntos, una vez es ejecutada, da lugar al comienzo de un periodo de tiempo para recuperarlos y por tanto es muy importante que este periodo de tiempo no se dilate en exceso.

Pero esta ventaja no se cohonesta con la imposibilidad de someter a suspensión y control una sanción antes de que quepa su control judicial. Escenario en el que ahora nos encontramos.

Pensemos en una sanción económica, pues la retirada de puntos conlleva un procedimiento aparte al que luego se hará mención. Si la sanción es ejecutiva y firme al día siguiente de ser notificada, puede incluso ser exigible por el procedimiento de apremio a los quince días naturales siguientes, si no se abona en el citado plazo según dispone el art. 90.1 de la Ley de Tráfico. Esto es, puede que se nos notifique una Providencia de apremio, perfectamente válida en ese momento antes incluso de que pueda haber finalizado el plazo para interponer el recurso de reposición que es de un mes. No digamos en plazo para interponer un recurso contencioso-administrativo que es de dos meses según establece el art. 46 de la LRJCA.

La reacción frente al apremio es extremadamente débil, pues es sabido que no concurría en ese momento ninguno de los supuestos de suspensión establecidos en el Reglamento de Recaudación estatal, o en cualquiera de la normativa autonómica. La interposición de un recurso de reposición y en menor medida la petición de suspensión de la eficacia de la sanción se hace estéril, pues no son suspensivos.

Pero es que además si interponemos un recurso de reposición contra la sanción y esta está siendo ejecutada, hemos de esperar a que se entienda desestimada la reposición por el transcurso del plazo de un mes, y de igual forma la petición de suspensión por el mismo plazo, y hasta que no transcurra ese plazo, es bien sabido, y la ley no hace excepción al respecto, que no es posible interponer el recurso contencioso, pues expresamente el art. 116.2 de la LRJAPyPAC indica que: «No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto expresamente o se haya producido la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto».

Existe por tanto una laguna o una zona de «imposibilidad jurídica de suspender o someter a control judicial» una sanción administrativa, que se puede dar entre la ejecución de la sanción y el momento en que pueda interponerse el recurso contencioso y solicitarse la suspensión en el que obligadamente habrá que esperar a que transcurra el plazo de desestimación presunta de la reposición.

Si la deuda -como decimos- entra en vía de apremio y para evitar los inevitables gastos e intereses que de ello se derivan, se abona mientras se ha recurrido en vía administrativa la misma, hemos de concluir que con esta nueva regulación se estará consolidando una especia de práctica que entendíamos desterrada en nuestro sistema como es el «solve et repete».

Bien es cierto que el establecer un plazo breve será difícil que se den este tipo de situaciones, pues es impensable que se pueda entrar en vía de apremio en un plazo de un solo mes o incluso dos meses.

Lo que sí que no parece tan impensable es la evidente tendencia en la que pueden incurrir los órganos que resuelven los recursos de reposición en todo tipo de Administración sancionadora a dejar que éstos se resuelvan por la figura del silencio administrativo. Pero es que además cualquier resolución de un recurso de reposición que se haya dictado más allá del mes de su interposición, puede perfectamente ser dictada cuando el asunto esté ya en vía judicial, con las inevitables disfunciones que de ello se derivan, pues obligadamente deberá ampliarse el recurso, con nueva petición del nuevo expediente.

No pueden dejar de reseñarse dos cuestiones que considero negativas en la nueva regulación.

La Dirección General de Tráfico y los órganos análogos de las Comunidades Autónomas vasca y catalana ya no pueden considerarse centros rectores, que impongan criterios uniformes en la interpretación del procedimiento sancionador. La labor de revisión de las Jefaturas de Tráfico ha pasado a la historia. Como cualquier toma de decisión difusa, esto conllevará inevitablemente dispersión y criterios eventualmente distintos.

La reposición potestativa, que como se ha indicado es de difícil operatividad, también conllevará -obvio es decirlo- menos posibilidad de reparar decisiones erróneas, cuando en todos los sectores de la Administración se impone la posibilidad de mediar y de crear órganos que evitan la litigiosidad. Aquí parece que nos encaminamos precisamente a lo contrario.

3.  El contenido de los recursos

Ya se han puesto reparos, o simplemente se han adelantado situaciones que pueden darse, en los procedimientos abreviados o en el procedimiento ordinario simplificado, cuando se pretende probar o desvirtuar la presunción de acierto de la denuncia de los agentes de la autoridad.

En orden a establecer lo que puede ser el contenido del recurso, se planteará sin duda la operatividad de lo que establece el art. 82.4, que dice: «No se tendrán en cuenta en la resolución del recurso hechos, documentos y alegaciones del recurrente que pudieran haber sido aportados en el procedimiento originario».

Puede tener su lógica que en un procedimiento ordinario en el que el actor ha tenido ocasión sobrada de aportar todo tipo de pruebas y de alegar todo tipo de cuestiones, no le sea permitido alegar hechos, documentos y alegaciones que pudieran ser aportados con anterioridad  (57) . Pero en un procedimiento simplificado en el que el denunciado por la propia naturaleza del procedimiento, ni ha presentado prueba, ni documento alguno, ni ha hechos alegaciones es verdaderamente excesivo aplicar este precepto con literalidad, pues ello conduce sin paliativos a que el recurso que eventualmente pueda interponerse simplemente no pueda tener contenido alguno. Pues cualquier documento, hecho o alegación que se presente será siempre novedoso respecto de la única situación en que ha podido intervenir, que es en la inicial denuncia.

VI.  LAS MEDIDAS PROVISIONALES

Según el art. 83.1 de la Ley de Tráfico, «el órgano competente que haya ordenado la incoación del procedimiento sancionador podrá adoptar mediante acuerdo motivado, en cualquier momento de la instrucción del procedimiento sancionador, las medidas provisionales que aseguren la eficacia de la resolución final que pudiera recaer en el procedimiento sancionador».

En el párrafo segundo se establece que serán «los Agentes de la Autoridad encargados de la vigilancia del tráfico como consecuencia de presuntas infracciones a lo dispuesto en esta Ley los que podrán adoptar la inmovilización del vehículo pero únicamente en los supuestos previstos en el art. 84 de la misma ley».

Se establecen por tanto dos tipos de medidas provisionales. Las del párrafo primero deben ser adoptadas por el órgano que tiene competencia para acordar la iniciación del expediente y es la consecuencia específica en materia de tráfico de la regulación general del art. 72 de la LRJAPyPAC y las segundas son unas medidas provisionales específicas que sólo se han de adoptar por el agente de la autoridad en los supuestos y con el alcance expresamente establecido en el art. 84 de la Ley de Tráfico, como veremos a continuación.

En cualquier caso, en uno y otro supuesto es obligado indicar que toda medida provisional ha de ser expresamente motivada, como establece el art. 54.1.d) de la LRJAPyPAC y que a este tipo de medidas también ha de aplicársele la regulación general de la Ley de procedimiento común.

Y es que el art. 72.2 de la LRJAPyPAC establece que «las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas».

Y en muchas ocasiones nos encontramos con que la medida de inmovilización del vehículo, que no deja de ser una medida provisional en un procedimiento sancionador, ni es confirmada, ni es modificada o levantada cuando se adopta el acuerdo sancionador, entre otras cosas porque a veces ese acuerdo sancionador lo inicia la propia denuncia del agente de la autoridad y en la misma se utiliza un impreso preformado. Se debería por tanto para cumplir la norma ratificar o hacer expresión de la medida de inmovilización en el acuerdo iniciador o en la denuncia practicada por el agente de la autoridad, y en ese caso debería indicarse que, como cualquier medida provisional adoptada, puede ser objeto de recurso autónomo de la resolución que dé lugar al fin del proceso, bien administrativo o bien judicial. No es disparatado pensar que el recurso adecuado, incluso en supuestos de inmovilización acordada por un agente de la autoridad, es en vía administrativa el recurso potestativo de reposición del art. 116 de la LRJAPyPAC y el órgano que ha de resolver el mismo es el mismo órgano administrativo encargado de la incoación del expediente que es el que puede confirmar o revocar la medida cautelar. Cabría también recurso judicial directo o tras la desestimación expresa o presunta de la reposición, pues por mucho que califiquemos la medida cautelar o la inmovilización como un acto de trámite, éste al adoptar una medida contra el patrimonio es susceptible de recurso autónomo  (58) .

También ha de tenerse en cuenta que no se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación a los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes y que estas medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción.

Por último, hemos de indicar que aunque el art. 72 de la LRJAPyPAC establece como cláusula de cierre que, en todo caso, se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente, si estamos hablando de la inmovilización de un vehículo, el art. 84 regula sus propios supuestos de cese de la inmovilización que tienen que ver generalmente -como veremos- con la causa por la que se ha acordado la inmovilización y no con la comisión de la infracción.

VII.  LA INMOVILIZACIÓN DEL VEHÍCULO

1.  Supuestos en los que procede

El art. 84.1 de la Ley de Tráfico indica que:


Se podrá proceder a la inmovilización del vehículo cuando:

a) El vehículo carezca de autorización administrativa para circular, bien por no haberla obtenido o porque haya sido objeto de anulación, declarada su pérdida de vigencia.

b) El vehículo presente deficiencias que constituyan un riesgo especialmente grave para la seguridad vial.

c) El conductor o el pasajero no hagan uso del casco de protección, en los casos en que fuera obligatorio.

d) Tenga lugar la negativa a efectuar las pruebas a que se refiere el art. 12.2 y 3  (59)  o éstas arrojen un resultado positivo.

e) El vehículo carezca de seguro obligatorio.

f) Se observe un exceso en los tiempos de conducción o una minoración en los tiempos de descanso que sean superiores al 50 por ciento de los tiempos establecidos reglamentariamente, salvo que el conductor sea sustituido por otro.

g) Se produzca una ocupación excesiva del vehículo que suponga aumentar en un 50 por ciento el número de plazas autorizadas, excluida la del conductor.

h) El vehículo supere los niveles de gases, humos y ruido permitidos reglamentariamente según el tipo de vehículo.

i) Existan indicios racionales que pongan de manifiesto la posible manipulación en los instrumentos de control.

j) Se detecte que el vehículo está dotado de mecanismos o sistemas encaminados a eludir la vigilancia de los Agentes de Tráfico y de los medios de control a través de captación de imágenes.



Siendo éstos los casos en los que procede la inmovilización, ésa se levantará en el momento en que cese la causa que la motivó. Por tanto, para que se pueda levantar la inmovilización es preciso que se obtenga la autorización para conducir (apartado a), que se proceda la colocación de un casco cuando sea obligatorio (apartado c), que finalmente se realicen las pruebas de detección de alcohol u otras sustancias o se obtenga un resultado negativo en las mismas tras un tiempo de espera (apartado d), se haya obtenido el seguro obligatorio, haya pasado el tiempo suficiente desde la inmovilización para que no se exceda el tiempo de conducción o no se minore el de descanso en un 50%, si no se tiene un conductor de sustitución (apartado f) o ya no se produzca la ocupación excesiva de las plazas autorizadas en más del 50%, excluido el conductor (apartado g).

La norma prevé expresamente que, en los supuestos previstos en el apartado 1 párrafo h), cuando el vehículo supere los niveles de gases, humos y ruido permitidos reglamentariamente según el tipo de vehículo, párrafo i) cuando existan indicios racionales que pongan de manifiesto la posible manipulación en los instrumentos de control o párrafo j) cuando se detecte que el vehículo está dotado de mecanismos o sistemas encaminados a eludir la vigilancia de los Agentes de Tráfico y de los medios de control a través de captación de imágenes, la inmovilización sólo se levantará en el supuesto de que, trasladado el vehículo a un taller designado por el Agente de la Autoridad, se certifique por aquél la desaparición del sistema o manipulación detectada o ya no se superen los niveles permitidos.

Es curioso sin embargo que no se haga ninguna mención en el cese de la inmovilización al supuesto del párrafo b) que la permite cuando se observen deficiencias que constituyan un riesgo especialmente grave para la seguridad vial. Es claro que se podrá circular cuando ya no exista ese riesgo, pero el método por el que se controle no puede ser otro que la certificación de un taller autorizado, o de un técnico en la materia, un ingeniero o un ingeniero técnico.

Y peculiar resulta la dicción literal de la ley que habla en estos casos de taller designado por el agente de la autoridad. Quiere decirse que según la ley, para levantar la inmovilización ha de certificarse que ya no se incumple lo que se imputa, no en el taller convenido con el seguro, no en el taller de confianza, o en el oficial de la marca, sino en el que indique el agente denunciante. No se alcanza a ver la justificación de esta medida, como no sea evitar abusos en certificados de conveniencia. O bien remitir siempre y en todo caso a organismos de certificación como pueden ser las empresas que llevan a cabo la Inspección Técnica de Vehículos. Entiendo que el buen juicio de los agentes impedirá decisiones caprichosas y fuera de la lógica y que siempre debe caber autorizar o convalidar la decisión del conductor -pues éste al final es el que ha de soportar los gastos de la reparación o del certificado-, si no se aprecia fraude o abuso. Piénsese que si el agente obliga a llevar el vehículo a un taller inadecuado, lejano o especialmente gravoso para el titular, estaría ocasionándole un perjuicio excesivo, sin justificación que pudiera incluso constituir una suerte de responsabilidad patrimonial.

Cuando el vehículo carezca de seguro obligatorio, se estará a lo dispuesto en el texto refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre. En el art. 3 de este texto refundido se establece la consecuencia de la circulación sin seguro y se indica que el incumplimiento de la obligación de asegurarse determinará la prohibición de circulación por territorio nacional de los vehículos no asegurados y el depósito o precinto público o domiciliario del vehículo, con cargo a su propietario, mientras no sea concertado el seguro.

Se añade que se acordará cautelarmente el depósito o precinto público o domiciliario del vehículo por el tiempo de un mes, que en caso de reincidencia será de tres meses y en el supuesto de quebrantamiento del depósito o precinto será de un año, y deberá demostrarse, para levantar dicho depósito o precinto, que se dispone del seguro correspondiente. Los gastos que se originen como consecuencia del depósito o precinto del vehículo serán por cuenta del propietario, que deberá abonarlos o garantizar su pago como requisito previo a la devolución del vehículo.

Resulta contradictorio con los otros supuestos de inmovilización que aquí se estén previendo depósitos temporales, que evidentemente deberán levantarse a la finalización de los mismos, sean públicos o domiciliarios y en los otros supuestos, la inmovilización no esté sometida a límite temporal alguno.

En estos casos la inmovilización del vehículo se producirá en el lugar señalado por los Agentes de la Autoridad. A estos efectos, el Agente podrá indicar al conductor del vehículo que continúe circulando hasta el lugar designado y finalmente este art. 3 indica que si el vehículo inmovilizado fuese utilizado en régimen de arrendamiento, la inmovilización del vehículo se sustituirá por la prohibición de uso del vehículo por el infractor. Lo que no dice evidentemente la norma es cómo va a ser posible controlar que un conductor, sea cualquiera el contrato de arrendamiento que tiene para conducir un vehículo, no haga uso de él.

Fuera de esos supuestos es claro que no es posible la inmovilización del vehículo. La STSJ de Madrid de 28 de enero de 2010 (LA LEY 22712/2010) confirma la Sentencia de instancia que había anulado la inmovilización prestada por un Agente de Movilidad. Aunque reconoce que pueden realizar estas funciones, entiende que en el caso examinado la actuación escapa de los supuestos legales. En la Sentencia se indica: «... debemos examinar si los hechos por los que se inmovilizó y retiró el vehículo al recurrente esto es, "prestar el servicio de auto-taxi sin disponer del tríptico de tarifas del año 2008, prestar el servicio con pegatinas traseras del año 2007, habiendo realizado cambio de tarifa en taxímetro, prestar servicio de auto-taxi con precintos de capillas rotos, prestar servicios de auto-taxi con ITV desfavorable" no suponían un riesgo grave para la circulación, las personas o los bienes, ni estaban incluido en ninguno de los supuestos enunciados en el art. 89 de la Ordenanza. Tampoco se dio al recurrente la posibilidad de retirar el vehículo voluntariamente. La actuación de los Agentes de Movilidad constituyó una vía de hecho al no estar amparada por norma alguna».

Ello no quiere decir que no existan otros supuestos fuera de la normativa de tráfico y seguridad vial que amparen una inmovilización de vehículo. Encontramos la STSJPV de 13 de octubre de 2010 (LA LEY 258894/2010), que confirma una inmovilización llevada a cabo por motivos netamente fiscales, la aplicación del art. 65.1.d) de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, que regula el Impuesto del Valor Añadido.

2.  La tramitación y gastos que supone

Como quiera que estamos en presencia de una medida cautelar; es lógico pensar que la decisión de la Ley de Tráfico en su art. 84.4 es la de que los gastos que se originen como consecuencia de la inmovilización del vehículo serán por cuenta del conductor que cometió la infracción.

Sin embargo, y como la misma norma establece de forma imperativa, que los gastos deberán ser abonados como requisito previo a levantar la medida de inmovilización, en un claro régimen subsidiario también establece que si no se abonan por el conductor que cometió la infracción, serán por cuenta del conductor habitual o del arrendatario y a falta de todos ellos del titular.

Aunque la norma parece indicar que hay una responsabilidad en cascada en el pago de estos gastos, la lógica de las cosas nos hace pensar que será el interesado en levantar la inmovilización el que de forma más presurosa abone los mismos y que establecido el orden legal en la imputación de esa responsabilidad será el que ha abonado el que se dirija al responsable directo, pues éste tiene derecho a repercutirlos sobre la persona responsable, la que haya dado lugar a que la Administración adopte dicha medida.

Acaba el precepto indicando que en los supuestos previstos en el apartado 1, párrafos h), i) y j), los gastos de la inspección correrán de cuenta del denunciado, si se acredita la infracción.

3.  La retirada y depósito del vehículo

Según el art. 85 de la Ley de Tráfico:


La Autoridad encargada de la gestión del tráfico podrá proceder, si el obligado a ello no lo hiciera, a la retirada del vehículo de la vía y su depósito en el lugar que se designe en los siguientes casos:

a) Siempre que constituya peligro, cause graves perturbaciones a la circulación de vehículos o peatones o deteriore algún servicio o patrimonio público.

b) En caso de accidente que impida continuar su marcha.

c) Cuando, procediendo legalmente la inmovilización del vehículo, no hubiere lugar adecuado para practicarla sin obstaculizar la circulación de vehículos o personas.

d) Cuando, inmovilizado un vehículo de acuerdo con lo dispuesto en el art. 84, no cesasen las causas que motivaron la inmovilización.

e) Cuando un vehículo permanezca estacionado en lugares habilitados por la autoridad municipal como zonas de aparcamiento reservado para el uso de personas con discapacidad sin colocar el distintivo que lo autoriza.

f) Cuando un vehículo permanezca estacionado en los carriles o partes de las vías reservados exclusivamente para la circulación o para el servicio de determinados usuarios y en las zonas reservadas a la carga y descarga.

g) Cuando un vehículo permanezca estacionado en lugares habilitados por la autoridad municipal como de estacionamiento con limitación horaria sin colocar el distintivo que lo autoriza, o cuando se rebase el triple del tiempo abonado conforme a lo establecido en la Ordenanza Municipal.

2. Salvo en los casos de sustracción u otras formas de utilización del vehículo en contra de la voluntad de su titular, debidamente justificadas, los gastos que se originen como consecuencia de la retirada a la que se refiere el apartado anterior, serán por cuenta del titular, del arrendatario o del conductor habitual, según el caso, que deberá abonarlos como requisito previo a la devolución del vehículo, sin perjuicio del derecho de recurso que le asiste y de la posibilidad de repercutirlos sobre el responsable del accidente, del abandono del vehículo o de la infracción que haya dado lugar a la retirada.

3. La Administración deberá comunicar la retirada y depósito del vehículo al titular en el plazo de 24 horas. La comunicación se efectuará a través de la Dirección Electrónica Vial, si el titular dispusiese de ella.



Como vemos, el tratamiento de la cuestión relativa a quién se hace cargo de los gastos de retirada y depósito del vehículo en aquellos supuestos en los que así procede, no es muy diferente a lo regulado para la inmovilización del vehículo.

Se puede por tanto aplicar mutatis mutandi todo lo dicho en orden a la imputación y cobro de estos gastos, sin embargo hemos de tener en cuenta:

Primero. Que ya no estamos ante una medida cautelar. Al menos no en todos los casos. La necesidad o no de proceder a la retirada y depósito no depende de que se haya procedido a la comisión de una infracción. Por tanto, la adopción de esta medida puede ser independiente del resultado final del procedimiento sancionador. En los supuestos de los apartados a), b), c) y d), la procedencia o no de la retirada depende de que sea correcta en atención a lo dispuesto en estos supuestos. En los apartados e), f) y g) se trata de la consecuencia directa de la comisión de esas infracciones de forma que, entiendo también, ha de comunicarse junto con la misma resolución. Todo ello sin perjuicio de que haya un supuesto de fuerza mayor que haga que los gastos no sean imputables al titular o conductor.

Segundo. Se trata una resolución autónoma que ha de ser comunicada de esa forma con indicación y pie de recurso, como en el caso de la inmovilización.

Y, tercero, se establece la obligación de la Administración de comunicar al titular la retirada y depósito en plazo de 24 horas. Rápidamente surge la pregunta. ¿Estamos en presencia de un plazo perentorio de los que van indisolublemente unidos con la eficacia de la actuación administrativa, en los términos del art. 63.3 de la LRJAPyPAC o no?  (60)  Pues bien, considero que en absoluto el plazo de 24 horas de notificación incumplido conlleva la anulabilidad de la retirada, pues la retirada puede ser igualmente válida, si se notifica más tarde. Se trata de un plazo que debe cumplir la Administración y que evidentemente tiene consecuencias si no se cumple. Ha de ser interpretado como un plazo de gracia, que si se cumple determina que la retirada y depósito es en todos sus efectos, conforme a derecho. Si la retirada se notifica más tarde, es claro que al menos los gastos que se han derivado de esa tardanza no tienen por qué ser imputados al titular. Si se notifica el décimo día, los gastos de almacenaje correspondientes a nueve días no serían imputables al responsable.

3.1.  El tratamiento como residuo urbano del vehículo abandonado

Se establece en el art. 86 de la Ley de Tráfico los supuestos en que la Administración competente en materia de gestión del tráfico podrá ordenar el traslado del vehículo a un Centro Autorizado de Tratamiento de Vehículos para su posterior destrucción y descontaminación y son los siguientes:


	
a) Cuando hayan transcurrido más de dos meses desde que el vehículo fuera inmovilizado o retirado de la vía pública y depositado por la Administración y su titular no hubiera formulado alegaciones. 

	
b) Cuando permanezca estacionado por un período superior a un mes en el mismo lugar y presente desperfectos que hagan imposible su desplazamiento por sus propios medios o le falten las placas de matrícula. 

	
c) Cuando recogido un vehículo como consecuencia de avería o accidente del mismo en un recinto privado su titular no lo hubiese retirado en el plazo de dos meses. 



Se han querido simplificar los trámites y evitar la dispersión normativa, pues el tratamiento residual del vehículo sigue estando regulado en el art. 34.3.b) de la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos Sólidos urbanos -en la medida en que no haya regulación autonómica-, donde se considera infracción grave el abandono de cualquier tipo de residuos no peligrosos sin que se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o se haya puesto en peligro grave la salud de las personas, y el art. 3.b) de la misma Ley entiende que los vehículos abandonados tienen la consideración de residuos urbanos.

Lo relevante en este precepto es la obligación de la Administración que con independencia de cualquier otra incidencia anterior obliga a que con anterioridad a la orden de traslado del vehículo -evidentemente al Centro de tratamiento- y así se establece en el precepto que: «la Administración requerirá al titular del mismo advirtiéndole que, de no proceder a su retirada en el plazo de un mes, se procederá a su traslado al Centro Autorizado de Tratamiento».

La norma quiere especificar en el párrafo 2.º del art. 86 que en el supuesto previsto en el apartado 1, párrafo c), el propietario o responsable del lugar o recinto deberá solicitar de la Jefatura Provincial de Tráfico autorización para el tratamiento residual del vehículo. A estos efectos deberá aportar la documentación que acredite haber solicitado al titular del vehículo la retirada de su recinto.

Estableciendo finalmente que los órganos con competencias en materia de tráfico podrán acordar la sustitución de la destrucción del vehículo por su adjudicación a los servicios de vigilancia y control del tráfico.

3.2.  Los supuestos de responsabilidad patrimonial

Son variados los casos que se presentan en reclamación de responsabilidad patrimonial por achatarramientos o tratamiento del vehículo como residuo sólido. Los casos que se presentan suelen partir de la conformidad con el supuesto de retirada, pero no con la notificación fehaciente de la misma al titular. Y sobre la defectuosa notificación de la misma se funda la responsabilidad. Por tanto, el éxito de esta petición de responsabilidad patrimonial depende de que los responsables de la Policía Local -que son los que generalmente tienen la competencia para la retirada de los vehículos- hayan tramitado correctamente el procedimiento establecido para destruir el vehículo que está en el depósito municipal, si nadie se hace cargo de él. Pues si el procedimiento se ha realizado con corrección y se han realizado y notificado los requerimientos establecidos por la ley, es claro que el perjuicio sufrido por el perjudicado es enteramente achacable a él y nada habría que reclamar, pues tenía obligación de soportar el perjuicio que le ha generado la destrucción del vehículo (art. 141.3 de la LRJAPyPAC). Si el titular del vehículo es requerido para la retirada del mismo con advertencia de destrucción y no lo hace, luego nada puede reclamar.

Son reiterados los supuestos en los que la persona perjudicada entiende que su vehículo ha sido robado (de ahí lo relevante que constituye la notificación rápida de la retirada y depósito y no en menor medida su señalización con un indicativo en el lugar de donde se ha retirado) y es a veces la falta de coordinación entre los agentes que toman la denuncia y la Policía Local la que sustenta la fuerza de pedir en este procedimiento  (61) . En otras ocasiones la prueba practicada en el acto del juicio acredita que es correcta la apreciación del agente de la autoridad al considerar un vehículo con desperfectos y abandonado  (62) .

VIII.  LAS LIMITACIONES DE DISPOSICIÓN EN LAS AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS

El titular de un permiso o licencia de conducción -dice el art. 87 de la Ley de Tráfico- no podrá efectuar ningún trámite relativo a los vehículos de los que fuese titular en el Registro de Vehículos cuando figurasen como impagadas en su historial de conductor cuatro sanciones firmes en vía administrativa por infracciones graves o muy graves.

Queda exceptuado de esta limitación el trámite de baja temporal o definitiva de vehículos.

La imposibilidad de realizar cambios de titularidad de los vehículos a aquellos que no han procedido al pago del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica está establecida en la legislación relativa a los impuestos locales  (63) . Puede tener por tanto justificación la medida que ahora se impone que en definitiva pretende con amparo legal, entiendo no tanto una forma más expeditiva de que puedan ser abonadas las sanciones, sino un llamado a que conductores reiteradamente infractores no se beneficien de esos impagos, impidiendo con el cambio de titularidad del vehículo que se haga ilusoria la potestad de la Administración para hacer efectiva las multas.

La limitación ha quedado muy descafeinada y muy alejada de lo que se justifica en la exposición de motivos de la ley que indica que «se impone una nueva condición a los titulares de autorizaciones administrativas de encontrarse al día en el cumplimiento de las sanciones para efectuar cualquier trámite relativo a las mismas», cuando como dice la ley sólo se limita la disposición de la autorización administrativa cuando hay cuatro sanciones. Quiere decirse que si por parte de Jefatura se impide cualquier trámite, bastará abonar una sanción y rebajar el impago a tres para que esa limitación no sea posible.

Dos cuestiones podemos reseñar al respecto. En primer lugar, se trata de una medida restrictiva de derechos que no puede ser aplicada de forma retroactiva, sin vulnerar el art. 9.3 de la Constitución. Por tanto, el impago de cada una de las sanciones debe ser -al menos- posterior a la entrada en vigor de la ley.

Y en segundo lugar hemos de distinguir entre el impago de las sanciones del conductor, en la que la responsabilidad es directa del titular y el impago de las sanciones del vehículo, que evidentemente puede no obedecer a una responsabilidad directa del titular y, por tanto, puede tratarse de una limitación que carezca de justificación y que vaya en contra del principio de personalidad de las infracciones.

IX.  LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES

1.  Ejecución de sanciones y cobro de multas

La ejecución de las sanciones procede una vez sean éstas firmes en vía administrativa y se hará de conformidad a lo dispuesto en el art. 88 de la Ley de Tráfico y en atención a lo establecido en el procedimiento específico indicado en la Ley. También en cuanto a la ejecución de las sanciones, la Ley de Tráfico se separa de las normas generales y pretende una regulación específica.

En lo que hace a la sanción de suspensión de las autorizaciones reguladas en la ley, el art. 89 de la Ley de Tráfico indica que el cumplimiento de la sanción de suspensión de las autorizaciones reguladas en esta Ley se iniciará transcurrido un mes desde que la sanción haya adquirido firmeza en vía administrativa y el período de suspensión de las mismas se anotará en los correspondientes Registros. Quiere decirse que existe un periodo de carencia o gracia de un mes desde la firmeza de la sanción, pues la ley habla de que no se puede iniciar la ejecución de esta sanción hasta que no haya transcurrido ese plazo.

En lo que hace referencia al cobro de multas, el art. 90. 1 nos indica que las multas que no hayan sido abonadas durante el procedimiento deberán hacerse efectivas dentro de los quince días naturales siguientes a la fecha de la firmeza de la sanción. Y en su párrafo segundo, que vencido el plazo de ingreso establecido en el apartado anterior sin que se hubiese satisfecho la multa, su exacción se llevará a cabo por el procedimiento de apremio. A tal efecto, será título ejecutivo la providencia de apremio notificada al deudor, expedida por el órgano competente de la Administración gestora. Y el párrafo tercero, que cuando las sanciones hayan sido impuestas por la Administración del Estado, los órganos y procedimientos de la recaudación ejecutiva serán los establecidos en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, y demás normas de aplicación. En los demás casos, serán los establecidos en la legislación aplicable según las Autoridades que las hayan impuesto.

2.  Los responsables subsidiarios del pago de las multas

Según el art. 91 de la Ley de Tráfico, los titulares de los vehículos con los que se haya cometido una infracción serán responsables subsidiarios en caso de impago de la multa impuesta al conductor, salvo en los siguientes supuestos:


	
a) Robo, hurto o cualquier otro uso en el que quede acreditado que el vehículo fue utilizado en contra de su voluntad. 

	
b) Cuando el titular sea una empresa de alquiler sin conductor. 

	
c) Cuando el vehículo tenga designado un arrendatario a largo plazo en el momento de cometerse la infracción. En este caso, la responsabilidad recaerá en éste. 

	
d) Cuando el vehículo tenga designado un conductor habitual en el momento de cometerse la infracción. En este caso, la responsabilidad recaerá en éste. 



La propia ley se encarga de establecer cuál ha sido el modelo en el que se ha fijado el legislador para establecer la declaración de responsabilidad subsidiaria y sus consecuencias, incluida la posibilidad de adoptar medidas cautelares y que no es otro que la responsabilidad subsidiaria establecida en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y en el Reglamento General de Recaudación. Hemos de entender que aquí la propia norma sectorial de tráfico se está refiriendo exclusivamente al procedimiento y, por ello, ha de tenerse en cuenta que el art. 176 de esta norma tributaria establece que es preciso declarar fallido la reclamación de la deuda contra el deudor principal y, en su caso, los responsables solidarios, y una vez que consten estos dos fallidos, entonces la Administración dictará acto de declaración de responsabilidad, que se notificará al responsable subsidiario. Ha de tenerse en cuenta, por tanto, que antes de responder el titular como responsable subsidiario, la Administración que gestiona el cobro ha de dirigirse contra los responsables solidarios a los que me referiré en el capítulo siguiente al hablar del responsable directo y del responsable solidario.

Indica, por último, el párrafo tercero del art. 91 que el responsable que haya satisfecho la multa tiene derecho de reembolso contra el infractor por la totalidad de lo que haya satisfecho. Es claro por tanto que crea una acción o derecho de retorno por la totalidad de lo satisfecho, esto es, principal, intereses y costas, según lo dispuesto en el Reglamento General de Recaudación, que deberá obligatoriamente de sustanciarse por el procedimiento adecuado en la vía civil, si no hay satisfacción voluntaria.

3.  Los motivos de impugnación en la fase de apremio

Contra la Providencia de apremio, sólo es posible oponerse de conformidad con el art. 167.3 de la Ley 58/2003 de 19 de diciembre, General Tributaria, por alguno de los tasados motivos que en la citada norma se señala, sin que sean admisibles otros motivos de impugnación u oposición, que deberían haberse hecho valer antes de que la liquidación sancionadora adquiriera firmeza.

Así contra la providencia de apremio sólo serán admisibles los siguientes motivos de oposición:


	
a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago. 

	
b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en periodo voluntario y otras causas de suspensión del procedimiento de recaudación. 

	
c) Falta de notificación de la liquidación. 

	
d) Anulación de la liquidación. 

	
e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida la identificación del deudor o de la deuda apremiada. 



Son muy variadas las cuestiones que se pueden plantear en el procedimiento ejecutivo de apremio y muy reiteradas en sede judicial. Y sin dejar de indicar que todavía hoy son muchos los recursos en los que, impugnando la Providencia de apremio o incluso un acto de ejecución posterior, como puede ser una diligencia de embargo, se quiere indebidamente discutir la conveniencia o no de la misma sanción, algo como vemos que no es posible jurídicamente, son dos los motivos de oposición más comunes. La prescripción y la notificación. A la primera me referiré en el siguiente apartado.

La corrección de la segunda ocupa mucha literatura jurídica. No está de más por tanto recordar que sólo se procederá de forma correcta a la vía ejecutiva si se ha realizado con corrección los intentos de notificación previos a la notificación edictal de la sanción, sea en el nuevo tablón edictal de tráfico o en el común de los Boletines provinciales o autonómicos. Y tampoco está de más reiterar lo que se decía cuando se hablaba de notificaciones edictales, cuando el Tribunal Constitucional indica que incluso en los casos en que resulte frustrada la posibilidad de notificación personal en el domicilio que figure en el Registro de vehículos, corresponde a la diligencia mínima exigible a la Administración sancionadora, antes de acudir a la vía edictal, el intentar la notificación en el domicilio que aparezca en otros registros públicos y al que, con la mayor normalidad, se dirigen después las actuaciones en vía ejecutiva administrativa (por todas, STC 32/2008, de 25 de febrero, FJ 2, y STC 128/2008).

El art. 77.1 de la Ley de Tráfico, que no difiere del que estaba vigente en el momento en que fueran dictadas las Sentencias aludidas, no habla de «buscar» más registros, pero ya se sabe que ha de interpretarse la norma de forma que garantice los derechos fundamentales. Y aquí el Tribunal Constitucional indica que existiría indefensión si no se procediese de esa forma. En el mismo sentido encontramos las Sentencias del Tribunal Constitucional 54/2003, 145/2004, 157/2007, 219/2007.

Estando en presencia de un procedimiento sancionador es fundamental a todos los efectos que se proceda a la notificación de todos los trámites de forma legal y sin producir quiebras en el procedimiento que puedan producir indefensión y, en concreto, es relevante la notificación de la sanción, pues sin ella no se puede entrar en la vía ejecutiva.

Así, el art. 59.2 de la LRJAPyPAC dice que:


«En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará en el lugar que éste haya señalado a tal efecto en la solicitud. Cuando ello no fuera posible, en cualquier lugar adecuado a tal fin, y por cualquier medio conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo.

Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en el momento de entregarse la notificación podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad. Si nadie pudiera hacerse cargo de la notificación, se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes.»



Y el art. 59.4 que:

«Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o el medio a que se refiere el punto 1 de este artículo, o bien, intentada la notificación, no se hubiese podido practicar, la notificación se hará por medio de anuncios en el tablón de edictos del Ayuntamiento en su último domicilio, en el "Boletín Oficial del Estado", de la Comunidad Autónoma o de la Provincia, según cual sea la Administración de la que se proceda el acto a notificar, y el ámbito territorial del órgano que lo dictó.»


Estamos con evidencia ante dos tipos de notificación que responden a dos situaciones de hecho distintas. La prevista en el art. 59.2, para cuando la notificación se haga en el domicilio del interesado, y la prevista en el art. 59.4, cuando esta notificación no sea posible, por los motivos en él establecidos, o bien se haya intentado en el domicilio y no se haya logrado. Lo que interesa en este punto resaltar es que esta segunda notificación es subsidiaria de la primera de forma que si el interesado no es desconocido, se conoce el lugar de la notificación, habrá que acudir al sistema previsto en el art. 59.2 de la Ley, y sólo en el supuesto de que no se logre la notificación (tras los dos intentos, en hora distinta y dentro de los tres días) proceder a la notificación edictal.

La jurisprudencia ha venido a interpretar qué debemos entender por hora distinta y establece en la STS de 28 de octubre de 2004 (LA LEY 2316/2004) como doctrina legal «que, a efecto de dar cumplimiento al art. 59.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reformada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, la expresión en una hora distinta determina la validez de cualquier notificación que guarde una diferencia de al menos sesenta minutos a la hora en que se practicó el primer intento de notificación».

Reseñable en este punto resulta que siempre que el domicilio resulte conocido -simplemente porque se haya notificado con anterioridad cualquier trámite- no es posible evitar el doble intento, pues ello determina la nulidad del procedimiento ejecutivo  (64) .

Y también el contenido del edicto que, a salvo lo que se regule por la Orden a que se hace referencia en el art. 78.2 de la ley de tráfico, ha de ser lo suficiente expresivo de la actuación completa para su identificación, so pena de considerar no adecuada la publicación  (65) .

X.  LA PRESCRIPCIÓN DE LAS INFRACCIONES

1.  Supuestos y plazos

Conviene distinguir las dos instituciones a que nos vamos a referir: prescripción y caducidad. Las dos están inspiradas en el principio de seguridad jurídica a que hace mérito la Constitución en su art. 9.3. Este principio se satisface, en lo aquí interesa, a través de estas dos instituciones, la prescripción de las infracciones y sanciones y la caducidad de los expedientes administrativos. La primera impide que la Administración ejerza su potestad sancionadora más allá de los plazos previstos, al no haber dirigido de forma eficaz la actividad punitiva contra el sancionado (art. 132.1 de la LRJAPyPAC), o por haber estado paralizado el expediente antes de la resolución sancionadora y haberse reanudado el plazo de prescripción (art. 132.2 de la LRJAPyPAC). La segunda obliga a que la Administración resuelva los expedientes en un plazo perentorio. Si los hechos o la infracción han prescrito, la consecuencia jurídica es que no puede ser impuesta sanción por esos hechos. Si el expediente ha caducado, la consecuencia es el archivo del mismo y el no cómputo del plazo de duración del expediente a los efectos de la prescripción (art. 92.3 de la LRJAPyPAC). Según establece este mismo artículo, cabe reabrir el procedimiento, aunque esté caducado si la acción no ha prescrito. Algo que con la nueva regulación no parece que se pueda producir en la práctica dado que el plazo de prescripción, en cualquiera de las infracciones, es más corto que el plazo de caducidad. De forma que si un expediente ha caducado por el transcurso del plazo de un año desde el inicio del procedimiento (art. 92.3 de la Ley de Tráfico), ya no sería posible con posterioridad reabrir el procedimiento, pues los hechos cualquiera que sea la gravedad de los mismos ya hubiera prescrito.

Como vemos, es ciertamente criticable esta decisión legislativa, pues conduce al absurdo, al carecer de sentido. Si la decisión del legislador ha sido por motivos de eficacia y de justicia material no sólo la unificación de los plazos de prescripción en las infracciones graves y muy graves, sino su rebaja sustancial, carece de sentido mantener el plazo de la caducidad del expediente, pues con ello se justifica y se da más relevancia social la instrucción del expediente que puede ser de un año que el plazo que la Administración puede tardar en apercibirse o abrir un expediente que es exactamente la mitad de ese plazo. Además de que, como se ha indicado, carece de sentido señalar un plazo más largo de caducidad que de prescripción, pues hace absolutamente inoperante la posibilidad que establece la norma para reabrir un expediente.

Y lo que puede resultar más chocante, como quiera que el plazo de prescripción según el art. 92.2 puede reanudarse, incluso cuando se ha iniciado el expediente, si el mismo está paralizado más de un mes por causa no imputable al denunciado, es perfectamente posible que la infracción haya prescrito, si el expediente ha estado paralizado (cuatro o siete meses, 1+3 o 1+6) y sin embargo el expediente no haya caducado. Ya se ve que la apreciación tradicional que sostenía que el plazo de caducidad -la duración de un procedimiento- debía ser siempre inferior o muy inferior al periodo que abre la impunidad -plazo prescriptivo- no sirve en este procedimiento especial de tráfico.

Como ya se ha adelantado, ahora el art. 92.1 de la Ley de Tráfico establece que el plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta Ley será de tres meses para las infracciones leves y de seis meses para las infracciones graves y muy graves.

2.  La suspensión o paralización en el cómputo

El inicio del plazo de prescripción cuando del inicio de una actividad infractora nos referimos no suele conllevar problema interpretativo alguno. El art. 92 en su párrafo primero nos indica que el plazo de prescripción comenzará a contar a partir del mismo día en que los hechos se hubieran cometido. La práctica totalidad de las infracciones en materia de tráfico proviene de denuncias por acción u omisión, que son detectadas por agentes encargados de la vigilancia del tráfico, por tanto el inicio del cómputo coincide con el momento en que se realiza la denuncia, por más que esa actividad ilícita se estuviera produciendo con anterioridad.

El problema interpretativo sí suele producirse al determinar el momento en que se puede producir la interrupción en el cómputo de la prescripción. En su párrafo segundo, el citado art. 92 nos dice que la prescripción se interrumpe por cualquier actuación administrativa de la que tenga conocimiento el denunciado o esté encaminada a averiguar su identidad o domicilio y se practique con otras Administraciones, Instituciones u Organismos. También se interrumpe por la notificación efectuada de acuerdo con los arts. 76, 77 y 78. Cerrando el precepto, se indica que el plazo de prescripción se reanudará si el procedimiento se paraliza durante más de un mes por causa no imputable al denunciado.

Como reitera la ley, las denuncias de los agentes de la autoridad son válidas a los efectos del inicio del cómputo del plazo prescriptivo, pues son válidas a todos los efectos (art. 73.2), además son las realizadas según dispone el art. 76, expresamente citado en el precepto que hace referencia al inicio del plazo prescriptivo. Si no se notifican en el acto, el inicio del cómputo del plazo prescriptivo dependerá no de que se pueda notificar en el domicilio o de forma edictal en el Tablón edictal de sanciones de tráfico (TESTRA), pues a ambas formas reguladas en sus arts. 77 y 78 se refiere la norma, sino a la corrección de esa notificación, por tanto bastará remitirnos a lo ya dicho en esta materia.

Es indiferente que se recoja o firme la denuncia en el acto. Si el procedimiento sancionador se inicia con la notificación de la denuncia en el acto, por el Agente de la autoridad (art. 73 de la ley de Tráfico y art. 10.1 del Reglamento del procedimiento sancionador) que el denunciado se negara a recibirla o a firmarla, no invalida su valor de verdadera notificación, pues el art. 59.3 de la LRJAPyPAC determina que el rechazo debe hacerse constar junto con las circunstancias y con ello se debe tener por efectuado el trámite (en el mismo sentido el art. 77.3 de la Ley de Tráfico). Por tanto, en el mismo momento en que se intentó la notificación de la denuncia se interrumpió la prescripción, pues se inició el expediente  (66) .

También debe existir interrupción del plazo prescriptivo, en aquellos supuestos en los que la Administración sancionadora se encuentra a la búsqueda de la persona realmente responsable de la infracción. El caso más evidente es cuando no se ha podido notificar en el acto la infracción y se requiere al titular, o ahora al conductor habitual o al arrendatario a largo plazo para que identifique al responsable. Durante todo este tiempo no corre el plazo de prescripción, pues la norma expresamente establece que también interrumpe el plazo prescriptivo cualquier actividad que esté encaminada a averiguar la identidad o domicilio y para ello se practique con otras Administraciones, Instituciones u Organismos  (67) .

Una vez que ha quedado interrumpido el plazo de prescripción, la reanudación del mismo también es obligado se realice por una actuación con conocimiento del denunciado, como si se tratase del inicio del cómputo. Se planteó por el Ayuntamiento de Zaragoza un recurso en interés de ley frente a una Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 3 de Zaragoza, donde se planteaba si una vez interrumpida la prescripción mediante la comunicación de la infracción al denunciado, para volver a interrumpirla (dentro del plazo de tres meses más un mes -se trataba de los anteriores plazos, con la anterior normativa-) es preciso hacerlo con nueva comunicación al denunciado (como sostiene el Juzgado de Zaragoza en interpretación literal del art. 81.1 del Real Decreto Legislativo 339/1990, en cuanto alude a actuaciones de las que tenga conocimiento el denunciado) o si una vez interrumpida la prescripción con la comunicación al denunciado, el lapso de prescripción se ve interrumpido por cada una de las actuaciones llevadas a cabo en el expediente sin necesidad de comunicarlas al denunciado (doctrina que se busca sea declarada en interés de ley), sin perjuicio de la posibilidad de incurrir en la caducidad del trámite una vez transcurridos los plazos señalados normativamente.

Al resolver la cuestión, el Tribunal Supremo en Sentencia de 7 de octubre de 2002 (LA LEY 66/2003) entiende que esa doctrina no es errónea y que esta interpretación del Ayuntamiento se funda en una distinción en los actos iniciales y los subsiguientes del expediente administrativo que carece de fundamento en la norma aplicada. En ésta se alude con carácter general a los actos que interrumpen la prescripción, exigiendo que tengan una proyección externa. El hecho de que el plazo de prescripción inicial se haya interrumpido, y se haya reanudado como consecuencia de la paralización del expediente durante un mes por causa no imputable al interesado, en nada afecta al requisito de externalidad que debe revestir el acto interruptivo  (68) .

Cuando existía con carácter general la sanción de suspensión del permiso de conducir, se planteaba en múltiples ocasiones problemas con la prescripción y con la caducidad de estos expedientes, pues era evidente que había dos decisiones sancionadoras, tomadas por dos Administraciones con competencias separadas y parcialmente compartidas, en aquellos supuestos en que la sanción económica se imponía por un Ayuntamiento o por los órganos competentes de las Comunidades vasca o catalana.

Resultaba que la comisión de una falta grave o muy grave del Código de la Circulación permitía sancionar la misma, con la privación temporal del permiso de conducir, además de la imposición de una sanción pecuniaria (art. 67.1 del RDL 339/1990 de 2 de marzo Texto Articulado de la Ley de Tráfico). En el caso de que la infracción se cometiese en vía urbana (art. 68.4 de la citada Ley) o en una comunidad autónoma con las competencias transferidas, la competencia para la resolución del expediente sancionador corresponde al Alcalde o esa Comunidad Autónoma, pero la competencia para la imposición de la privación del permiso de conducir es siempre competencia del Jefe Provincial de Tráfico (art. 68.7 de la citada Ley). La instrucción del expediente en el caso de que los hechos se hubieran cometido en vía urbana corresponde siempre a los órganos competentes de los Ayuntamientos, aquí Policía Local (art. 79.1 de la Ley de Tráfico y art. 12.1 del RD 320/1994 de 2 de agosto, Reglamento del procedimiento sancionador en materia de tráfico) y los de la Comunidad Autónoma, cuando estamos hablando de competencias transferidas.

De ahí que en los supuestos de infracción grave o muy grave, la Policía Local o los órganos de las Comunidades Autónomas con competencia en tráfico instruyen el expediente y el Alcalde o el órgano competente resuelve el mismo, y si declara que el denunciado ha incurrido en una infracción grave o muy grave, remite el expediente a la Jefatura de Tráfico para que tramite y resuelva la imposición o no de la privación del permiso de conducir que corresponda.

Estábamos por tanto en presencia de una única actividad instructora que da lugar a dos resoluciones sancionadoras, una la realizada por la Alcaldía o por la Comunidad Autónoma y otra la realizada por el Delegado del Gobierno. De forma que una vez remitido el expediente a la Jefatura de Tráfico, la competencia del órgano administrativo de la Administración del Estado queda únicamente residenciada en la integración de un determinado hecho probado, en la posible sanción de suspensión del permiso de conducción sin que le sea dable modificar unos hechos, ni la calificación de una falta que viene preconstituida dado el reparto de competencias instructoras y de resolución en materia de tráfico a que antes nos hemos referido.

La Jefatura de Tráfico y la Delegación del Gobierno parten de unos hechos y de una declaración de responsabilidad con imposición de sanción, que le son inmutables, pues sólo tienen competencia para a partir de ellos imponer o no la sanción de suspensión del permiso de conducir.

Pues bien, ahora el problema se puede plantear con el posterior procedimiento para la retirada del permiso de conducir por haber agotado el crédito de puntos. No estamos ante un mismo expediente que agote plazos prescriptivos y de caducidad. No puede sostenerse que exista, ni caducidad del expediente, ni prescripción de los hechos, pues el denunciado nunca puede partir de un día inicial para el cómputo de ambos plazos que no se corresponde con los principios de seguridad jurídica que garantizan las dos citadas instituciones.

No puede existir ni prescripción, ni caducidad del expediente tramitado por la Jefatura de Tráfico para la retirada del permiso, porque éste sólo comenzó tras la recepción del último expediente con la imposición de la sanción.

La fecha inicial de la denuncia y el comienzo del procedimiento tramitado ante el Ayuntamiento no puede constituir inicio del cómputo del plazo de caducidad o prescripción, porque éste procedimiento concluyó cuando el Ayuntamiento impuso la sanción económica  (69) .

3.  La prescripción en el derecho transitorio

Ha habido una rebaja en el plazo de prescripción que ahora es de seis meses. En un principio el art. 81.1 de la Ley de Tráfico determinaba que "la acción para sancionar las infracciones prescribe a los tres meses contados a partir del día en que los hechos se hubieran cometido" y la redacción original, establecida en el RDL 339/1990, de 2 de marzo, fue modificada por el artículo Único H) de la Ley 5/1997, de 24 de marzo de reforma de la Ley (en la versión inicial el plazo de prescripción para todas las infracciones era de sólo dos meses). En la versión anterior a la Ley 18/2009, el art. 37 de la Ley 19/2001, de 19 de diciembre, amplió tales plazos para las infracciones graves (a seis meses) y las muy graves (al año), continuando el de tres meses para las leves. El principio de aplicación retroactiva de la norma más favorable, constitucionalizado en el art. 9.3, obliga a tenerlo en cuenta en aquellos casos que tanto en vía administrativa o en vía judicial estén pendientes de resolución firme.

4.  La prescripción en la resolución de los recursos administrativos

Esta cuestión espinosa en la práctica, pues dio lugar a alguna Sentencia contradictoria, ha sido resuelta de forma definitiva por el Tribunal Supremo en Sentencia de 15 de diciembre de 2004 (LA LEY 1073/2005) cuando indica, ratificando anteriores razonamientos jurisprudenciales  (70) , que «El ejercicio de la potestad sancionadora -y, en consecuencia, la prescripción de la misma derivada de la inacción o paralización administrativa- sólo se produce en el ámbito del procedimiento establecido, materializado en un expediente sancionador, y que concluye con la resolución sancionadora y su consiguiente notificación. Con tal determinación concluye el ejercicio de la potestad sancionadora para la que la Administración se encuentra legalmente habilitada, debiendo la misma desarrollarse, con arreglo a unos determinados principios y garantías, y en un período de tiempo determinado cuyo incumplimiento puede dar lugar a la caducidad del procedimiento o a la prescripción de las infracciones perseguidas.

Por ello no resulta trasladable a la posterior vía de recurso, cuando el ejercicio de la potestad sancionadora ya ha concluido y se ha consumado, los parámetros temporales que en la vía sancionadora hubieran determinado la prescripción de la infracción. En la posterior vía de recurso se ejercita por la Administración una potestad administrativa diferente, cual es la relativa a la revisión de la previa actuación administrativa y que se orienta no a persecución de la infracción -propio de la potestad sancionadora- sino a la comprobación de si el órgano inferior se ajustó -formal y materialmente- al ordenamiento jurídico en el ejercicio -entonces, sí- de la potestad sancionadora.

Por ello, el ámbito propio de la prescripción es el del expediente sancionador que finaliza, culmina y se acaba con la resolución (y consiguiente notificación) sancionadora (de resultar la misma procedente), momento en el que se agota por parte de la Administración actuante el ejercicio de la potestad sancionadora. En consecuencia, la demora en la resolución expresa del recurso administrativo -al margen de la posible exigencia de responsabilidades- solo da lugar al silencio administrativo negativo o desestimatorio que habilita y permite la posterior revisión jurisdiccional, de conformidad con el art. 115.2 LRJ-PAC en relación con el actual 43.2 in fine, que, a diferencia del antiguo (antes de la LMRJPA de 1999 43.3.b), que se refería a los "recursos administrativos", ahora menciona, para excluirlos del silencio positivo, a los "procedimientos de impugnación de actos y disposiciones". No cabe, pues, duda acerca de la distinta naturaleza y finalidad de ambos procedimientos (sancionador y de impugnación de actos y disposiciones), y de la diferente potestad administrativa que en cada uno de ellos se ejercita.

La interposición del recurso administrativo da lugar a un verdadero y distinto procedimiento administrativo, con autonomía y sustantividad propia que puede terminar de una forma normal (esto es, mediante una resolución expresa dictada por el órgano competente para resolverlo debidamente motivada) o de una forma ficticia, mediante el silencio administrativo, que cuenta (art. 43.3.2.º LRJ-PAC) con "los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o Contencioso-Administrativo que resulte procedente". Este, pues, es el único efecto de la extemporaneidad en la resolución del recurso, sin que el legislador contemplara efecto alguno prescriptivo derivado de tal circunstancia».

Así lo ha entendido también el Tribunal Constitucional en su STC 91/2003, de 19 de mayo, al señalar (F. 4.º) que «esto es precisamente lo que sucede en el presente asunto en el que las fechas manejadas por la entidad recurrente son posteriores a la fecha de la imposición de la sanción y, por tanto, en nada servían para examinar la prescripción de la infracción Por esta razón... ese lapso temporal sólo podría tener relevancia respecto de la prescripción de la sanción...».

No obstante se ha de indicar que se produjo en aquella ocasión encendido debate entre los Magistrados del Tribunal Supremo, pues junto con la Sentencia se publicó Voto particular del Excmo. Sr. Don Jesús Ernesto Peces Morate, al que se adhiere el Magistrado Excmo. Sr. Don Pedro José Yagüe Gil, que desde luego no es desdeñable y que debería ser objeto de consideración por el legislador, pues ha de reconocerse que comportamientos desatentos de la Administración, tardando en resolver más de cuatro años, imponen al administrado una situación de limbo administrativo en el que ni prescribe la infracción ni la sanción  (71) .

5.  La prescripción de las sanciones

La exposición de motivos ya razona que el plazo de prescripción de las sanciones económicas se adapta a la Ley 58/2003 de 17 de diciembre, General Tributaria. Carecía de cualquier sentido y conllevaba unas evidentes disfunciones en la gestión ejecutiva, que esta deuda tuviera un periodo de prescripción distinta del resto. De ahí que ahora el art. 92.4 establezca que el plazo de prescripción de las sanciones consistentes en multa pecuniaria será de cuatro años y el de las demás sanciones será de un año, computados desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza en vía administrativa la sanción.

Evidentemente el cómputo y la interrupción del plazo de prescripción del derecho de la Administración para exigir el pago de las sanciones consistentes en multa pecuniaria se regirán por lo dispuesto en la Ley General Tributaria.

El Tribunal Supremo en Sentencia de 22 de septiembre de 2008  (72) (LA LEY 142591/2008) ha fijado como doctrina legal en esta misma materia «que interpuesto recurso de alzada contra una resolución sancionadora, el transcurso del plazo de tres meses para la resolución del mismo no supone que la sanción gane firmeza ni que se convierta en ejecutiva, de modo que no puede iniciarse el cómputo del plazo de prescripción de la sanción».

XI.  LA CADUCIDAD

1.  Supuestos y plazos

Ya el Tribunal Supremo, con anterioridad a la reforma de la Ley de Tráfico 18/2009, entendía que la norma a aplicar era la específica de tráfico y no la norma procedimental general de la LRJAPyPAC. En la Sentencia de 3 de junio de 2008 (LA LEY 74123/2008) se estima un recurso de casación en interés de ley que fue interpuesto por el Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife ante una Sentencia del Juzgado de lo Contencioso que había aplicado el plazo de caducidad general en un procedimiento de tráfico y fija como doctrina legal: «Conforme al art. 81 del Real Decreto Legislativo 339/1990 por el que se aprueba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, en su redacción dada por la Ley 19/2001, en el procedimiento sancionador en materia de tráfico, circulación de vehículos y seguridad vial se produce la caducidad si no hubiera recaído resolución sancionadora transcurrido un año desde la iniciación del procedimiento».

Tras la reforma operada por la Ley 18/2009, la caducidad de los expedientes sancionadores está regulada en el art. 92.3 que indica que si no se hubiera producido la resolución sancionadora transcurrido un año desde la iniciación del procedimiento, se producirá su caducidad y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de cualquier interesado o de oficio por el órgano competente para dictar resolución.

Se añade que cuando la paralización del procedimiento se hubiera producido a causa del conocimiento de los hechos por la jurisdicción penal, el plazo de caducidad se suspenderá y, una vez haya adquirido firmeza la resolución judicial, se reanudará el cómputo del plazo de caducidad por el tiempo que restaba en el momento de acordar la suspensión.

Se ha de indicar que aquí, aunque se está refiriendo a la caducidad, es claro que también procede la interrupción del plazo de prescripción -recordemos mucho más breve-, y ello porque así lo dispone el art. 72.2 de la Ley de Tráfico que habla de iniciar o continuar tras el archivo -siempre que no sea por inexistencia de hecho- y porque así se impone con carácter general en cualquier procedimiento sancionador, en el que la remisión a la jurisdicción penal conlleva la suspensión del procedimiento con todos los efectos, entre ellos la paralización del plazo de prescripción (art. 7.2 del RD 1398/1993 de 4 de agosto, Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora).

Es claro, como ocurre con la prescripción, que si el procedimiento ha estado paralizado por la tramitación de un procedimiento penal que con posterioridad es archivado o sobreseído, el plazo que va desde la suspensión a la notificación del archivo por el Juzgado no corre a los efectos de la caducidad  (73) .

2.  El día inicial y el día final en el cómputo

El plazo de la caducidad debe computarse desde la iniciación del expediente (contado desde su fecha) hasta la fecha en que se notifique la resolución sancionadora y ello por efecto de lo dispuesto con carácter general en los arts. 42.3 a y 43.5 de la Ley 4/1999, que modifica la LRJAPyPAC.

Vale lo dicho en el apartado de la prescripción, en cuanto al día inicial del cómputo en los supuestos en que existan varios expedientes y de forma muy relevante en aquellos casos en los que todavía no se conoce la identidad del verdadero responsable y se requiera al titular (ahora también conductor habitual y arrendatario de larga duración) de identificación. En este caso es claro que el expediente no puede comenzar a efectos de caducidad, en la fecha de denuncia, sino en el momento en que se dirige se abre expediente contra el verdadero responsable o bien se inicia el expediente por la infracción de no identificar al que ha cometido la misma.

El Tribunal Supremo estimó un recurso de casación en interés de ley interpuesto por el Ayuntamiento de Madrid por Sentencia de 15 de noviembre de 2000 (LA LEY 152/2001), fijando como doctrina legal: «conforme al art. 16 del Reglamento de Procedimiento Sancionador en materia de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, para el cómputo de los plazos a efectos de caducidad del procedimiento se tendrá en cuenta como fecha de iniciación la de incoación por órgano competente una vez conocida la identidad del infractor, que no pudo ser notificado en el acto de comisión de la infracción, sin que a estos efectos el inicio del cómputo pueda efectuarse a partir de la fecha de la denuncia por el agente».

La Sentencia a los efectos de la aplicación del instituto de la caducidad parte de diferenciar los supuestos en que la denuncia se notifica en el acto y la que se notifica con posterioridad. Pero también recalca «que, cumplido el trámite de notificación y ofrecimiento de plazo para formular alegaciones en la forma prevenida en los arts. 11 y 12 del RD citado, el expediente sancionador contra el sujeto notificado ha de considerarse incoado con todas sus consecuencias, incluida la iniciación del plazo de caducidad, sin que esa iniciación pueda aplazarse, a conveniencia de la Administración, hasta el momento del conocimiento de la verdadera identidad del infractor en el caso de que no coincidiese con la de la persona notificada, en esclarecimiento de la cual han podido practicarse, en cambio, las diligencias previas a que se refieren los arts. 69.2 de la Ley de 26 de noviembre de 1992, 12 del RD de 4 de agosto de 1993 y 18 del RD de 24 de febrero de 1994».

Añade que es perfectamente admisible que iniciado un expediente sancionador contra quien aparece como titular de un vehículo, en su calidad de posible responsable de una infracción de circulación viaria (únicamente achacable a su verdadero autor, según se cuida de subrayar el art. 72.1 del Texto Refundido de 2 de abril de 1990), en el curso de ese mismo expediente se logre la identificación de este último, pasando a entenderse las diligencias correspondientes con el nuevo sujeto pasivo. Indudablemente la iniciación del plazo de caducidad a que se refiere el art. 16 del RD de 25 de febrero de 1994, para este segundo sujeto, no podrá computarse sino a partir del momento en que con él se entiendan formalmente las actuaciones correspondientes.

Y termina concluyendo que no puede considerarse admisible que, iniciado un expediente contra determinada persona por suponérsela autora de una infracción en materia de circulación según el procedimiento establecido en los arts. 11 y 12, se pretenda deferir el «dies a quo» del plazo de caducidad fijado en el art. 16 del RD, con respecto a ese mismo sujeto, hasta que concluyan -con o sin éxito- las diligencias que pudieran practicarse en el expediente para determinar la identidad del autor real de la misma. Esa investigación, eventualmente insertada en el expediente sancionador ya incoado, en modo alguno puede interrumpir la caducidad procesal del mismo en lo que afecte al sujeto primitivamente considerado como posible autor de la infracción.

En cuanto a la fecha de finalización del plazo, no ha de olvidarse es de aplicación lo dispuesto en el art. 58.4 de la LRJAPyPAC  (74) , que indica a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga cuando menos el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado. Precepto o excepción que sólo es invocable para el cómputo de la caducidad y no para el cómputo de la prescripción  (75) .

XII.  LA ANOTACIÓN Y LA CANCELACIÓN DE LAS SANCIONES

El art. 93.1 de la Ley de Tráfico establece que las sanciones graves y muy graves deberán ser comunicadas al Registro de Conductores  (76)  e Infractores por la Autoridad que la hubiera impuesto en el plazo de los quince días naturales siguientes a su firmeza en vía administrativa.

También en el siguiente párrafo se indica que las autoridades judiciales comunicarán al Registro de Conductores e Infractores, en el plazo de los quince días naturales siguientes a su firmeza, las penas de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores que impongan por sentencias por la comisión de delitos o faltas contra la seguridad vial.

Señalando en el párrafo tercero que en el Registro de Vehículos quedarán reflejadas las sanciones firmes graves y muy graves en las que un vehículo tanto matriculado en España como en el extranjero estuviese implicado y el impago de las mismas, en su caso. Estas anotaciones formarán parte del historial del vehículo.

El plazo de cancelación de estas anotaciones que será efectuado de oficio, a efectos de antecedentes, se realizará una vez transcurridos tres años desde su total cumplimiento o prescripción.

XIII.  EL REGISTRO ESTATAL DE VÍCTIMAS Y ACCIDENTES DE TRÁFICO

Una de las novedades -esperemos que eficaces- de la nueva ley es la creación del Registro Estatal de Víctimas de Accidentes de Tráfico, según aparece en el art. 94 de la ley de Tráfico.

Las Comunidades Autónomas con competencias en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor podrán crear, respecto a sus ámbitos territoriales, sus propios Registros de Víctimas de Accidentes de Tráfico.

La finalidad del Registro Estatal de Víctimas y Accidentes de Tráfico es disponer de aquellos datos que sean relevantes y que permitan tener la información necesaria para determinar las causas y circunstancias en que se han producido los accidentes de tráfico y sus consecuencias. Siguiendo un indisponible principio de confidencialidad, la norma se encarga de indicar que los datos que se incorporen en el Registro no contendrán más datos identificativos de los implicados o relacionados con su salud, que los estrictamente necesarios para el cumplimiento de la finalidad de investigación de las causas y consecuencias de los accidentes.

E inspirado por el mismo principio establece el art. 95.2 de la Ley que el titular responsable del Registro adoptará las medidas de gestión y organización necesarias para asegurar, en todo caso, la confidencialidad, seguridad e integridad de los datos automatizados de carácter personal existentes en el Registro y el uso de los mismos para las finalidades para las que fueron recogidos, así como las conducentes a hacer efectivas las garantías, obligaciones y derechos reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y sus normas de desarrollo.

Deja la norma abierta a la regulación por Orden del Ministerio de Interior la comunicación de la información referente a las víctimas de accidentes de tráfico  (77) .
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